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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Víctor Rossi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Juan Justo Amaro Cedrés, Ricardo Castromán Rodríguez, Juan 
Domínguez, Martha Montaner y Julio C. Silveira. 


INVITADOS: Señores Director Nacional de Transporte ingeniero Lucas Facello e ingeniero José 
Larramendi, asesor. 


Por FETRABE señores doctor Gonzalo Ramírez, asesor; Gustavo Inmediato, directivo de 
Pilsen, Pepsi y Norteña y Ernesto Toledo, Presidente de la Intergremial de Transportistas 


Profesionales de Carga. 


Por la Cámara de Industrias, señores ingeniero Héctor Ordoqui, Director de FNC S.A.; 
doctor Raúl Damonte, Gerente de Recursos Humanos y doctor Joaquín Reyes, asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Rossi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Tenemos el gusto de recibir al Director Nacional de Transporte, ingeniero Lucas Facello, y a su asesor, 
ingeniero José Larramendi. El ingeniero Facello había solicitado una entrevista para exponer a la Comisión 


algunas iniciativas que tienen que ver con el tema de seguridad en el tránsito, a lo que se había comprometido 
con anterioridad. Creo que su aspiración, y también de la Comisión, es considerar esto con la mayor agilidad 
posible, de manera de concluir su trámite en el transcurso de esta legislatura. Es así que le cedemos el uso de 
la palabra. 


SEÑOR FACELLO.- Agradezco que nos hayan recibido. 


Esperamos que antes de que finalice este período se pueda concluir el trámite de este asunto tan importante, 
pero sobre el que lamentablemente no se tiene una percepción -por lo menos yo no la percibo- de importancia 
generalizada por parte de los diferentes actores que estamos en esta obra. Como a veces decimos cuando 
estamos muy apurados: "Esto tendría que haber estado para ayer". 


No voy a abundar en métodos de diagnóstico. En ese sentido, creo que las reuniones que tuvimos en el 
trimestre del año pasado fueron suficientes. De cualquier manera, estoy a la orden, al igual que todos los 
funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte o miembros de la Comisión Nacional de Prevención y 
Control de Accidentes de Tránsito para ahondar en algún aspecto específico de lo que vamos a tratar de ahora 
en más de forma genérica. 


Considerando que en Uruguay hay una siniestralidad muy grande y que este es un tema muy complejo, había 
conversado con ustedes sobre la posibilidad de focalizar esto en tres o cuatro aspectos relacionados con la 
generación de normas que implican, obviamente, estructuras administrativas para hacerlas cumplir. Pero 
aprovechando lo que ya existe con un poco de mejor organización, esas normas podrían abatir la 
siniestralidad en un porcentaje bastante interesante -me animo a decir que a la mitad o más- y considero que 
esa es una obra muy importante. Con todo el respeto que me merecen los señores elegidos por el pueblo, 
quiero decir que, quizás, su firma nunca salvaría tantas vidas como en este caso. 


Hemos iniciado un expediente en el que han trabajado varias personas de la Dirección, pero en particular el 
ingeniero José Larramendi, y también hemos realizado lecturas y mantenido conversaciones con el personal 
del Ministerio de Salud Pública, con todos los miembros de la Comisión Nacional de Prevención y Control 
de Accidentes de Tránsito, esto es, Ministerio del Interior, Intendencias Municipales -particularmente la de 
Montevideo y lo que se ha dado en llamar del interior del país- y con el Centro de Protección de Choferes. 


De cualquier manera, esta es una propuesta que está elevando la Dirección Nacional de Transporte -todavía 
no es una propuesta, quiero señalarlo, de la Comisión Nacional de Prevención y Control de Accidentes de 
Tránsito-, resultado de la reunión que, insisto, mantuvimos el año pasado y que básicamente apunta a tres 
aspectos sobre los que voy a hacer un muy breve diagnóstico para explicar por qué estos. Los tres aspectos 
son: licencias de conducir unificada, inspección técnica vehicular -valga la redundancia- para todo vehículo 
que circule en una zona urbana o rural de nuestro país, y el uso del cinturón de seguridad para los 
automóviles, así como del casco para ciclomotores, motos, triciclos y cuatriciclos en todo el país. ¿Por qué 
esos tres asuntos? 


En cuanto al primer aspecto, licencias de conducir, cabe decir que Uruguay tiene diecinueve departamentos, 
en los que hay varias Juntas Locales, muchas de ellas Autónomas. Hoy por hoy hay más de veinticuatro 
puntos en los que un ciudadano del Uruguay puede sacar la licencia de conducir. No existe igualdad en los 
aspectos administrativos y tampoco en los que más me importan -los aspectos administrativos no son tan 
importantes en este asunto- que tienen que ver con los requisitos, las pruebas. ¿De qué forma damos ese 
permiso de conducir a una persona? Como dije la otra vez, no estoy diciendo cuál caso es el peor o el mejor; 
no estoy hablando de Tacuarembó, ni de Florida, ni de Artigas, pero si quieren los invito a visitar las 
Intendencias y verán que en cada una la forma de obtener ese pequeño documento que se llama licencia de 
conducir, pero que es de mucha responsabilidad, es diferente. Sí puedo afirmar que en los últimos años, en 
vez de igualar para arriba, igualamos para abajo. Queremos sacar la licencia lo más rápido posible y que el 
examen sea lo más fácil posible, cuando, en definitiva, lo que tenemos que entender es que si bien hay una 
presión del ciudadano por manejar, ese vehículo -de varias centenas de caballos de fuerza, si es un camión o 
un ómnibus, o algunas decenas si es un automóvil- mata gente si no lo manejamos correctamente. 
Lamentablemente, los criterios de las Comunas no son los adecuados y ahí sí sumo a las diecinueve 
Intendencias Municipales. Como experto en el tránsito más que como autoridad nacional, puedo decir que no 
me gusta ninguna de las formas; desde Artigas a Montevideo, desde Rocha a Río Negro; todas son 
mejorables y perfectibles. La prueba de lo que digo -si bien no me han convocado para hablar de este tema- 


es que hay muchos uruguayos que están teniendo problemas en el extranjero para renovar su licencia de 
conducir. Gran parte de ese problema es que ellos la quieren renovar automáticamente; no quieren dar la 
prueba en otra parte porque saben que tienen grandes chances de perder. ¿Por qué? Porque en algunos países 
-vamos a hablar de un país que queremos mucho como España-, sacarse la licencia de conducir es muy difícil 
puesto que en ellos existe el criterio de que la licencia más que un derecho es un privilegio que pueden tener 
ciertas personas. ¿Cuáles? Aquellas que no van a matar a un hijo mío en una ruta o en una calle. 


¿Qué estamos proponiendo en esta ley? Algo muy sencillo: que las Intendencias sigan dando las licencias de 
conducir; con eso no tenemos ningún tipo de problema. Es más: se puede descentralizar la tarea utilizando 
algunas Juntas que hoy por hoy no dan licencias de conducir. De todos modos, queremos que la forma de dar 
la licencia sea la misma en todo el país, ya sea en Porongos, en Tupambaé, en Cerro Chato, en la Sierra, 
etcétera. Para eso estamos proponiendo en esta ley -cuyo texto les va a llegar una vez que haya sido tratado 
por el Poder Ejecutivo, que es el que lo eleva- que haya un organismo que indique cuáles son los requisitos 
mínimos, cuáles deben ser las pruebas, cómo deben hacerse, etcétera; obviamente, cada Intendencia podrá 
mejorarlas o hacerlas más difícil, pero no más fáciles. El organismo que fijaría los requisitos mínimos sería el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Seguramente esto va a llevar un trabajo extra porque no es una 
tarea que estemos realizando ahora, salvo a algunos conductores específicos como los de áreas suburbanas. 
Me refiero a aquellos conductores de ómnibus que salen o entran de Montevideo y que recorren sesenta 
kilómetros; a estas personas les fijamos un examen psico-físico de conductor-cobrador, que ya tiene casi diez 
años de aplicación. También impartimos algunos cursos específicos a los conductores de mercancías 
peligrosas mediante un decreto de reciente aprobación y otros cursos que se vienen dando desde hace algunos 
años. De todos modos, al conductor normal, es decir, al 80% o 90% de los conductores no les imponemos 
ningún tipo de requisito; al contrario, quizás los veamos después en la ruta cuando cometen alguna falta y les 
decimos que debió usar cinturón de seguridad y nos dicen: "Yo cuando di la prueba en un departamento equis 
no me dijeron que tenía que usar cinturón de seguridad". Obviamente, el desconocimiento de la norma no es 
excusa para no cumplirla. Como muchos departamentos no tienen como obligación el uso de un elemento 
fundamental como es el cinturón de seguridad, no se exige. Después, ese señor, cuando circula por una ruta 
nacional no entiende que lo debe usar. Lo peor de todo es que si me toca pararlo a mí le diría: "Es mucho más 
importante que usted lo use en la ciudad que en carretera. La diferencia en un accidente a ochenta o noventa 
kilómetros por hora con o sin cinturón de seguridad es si velamos su cuerpo con el cajón abierto o con el 
cajón cerrado. Sin embargo, el uso del cinturón de seguridad en una ciudad es la diferencia entre la vida y la 
muerte. Precisamente hasta cuarenta o cincuenta kilómetros por hora el cinturón de seguridad cumple su 
objetivo básico que es mantenernos sujeto al volante para no darnos la cabeza contra el parabrisas". 


Considerando que más del 80% de los siniestros se deben al conductor, pensamos que esta es una medida que 
se podría aplicar en el corto plazo. Estos nuevos requisitos también se aplicarían para las renovaciones, es 
decir, para las personas que se les está venciendo la licencia de conducir ahora y, obviamente, para el nuevo 
conductor. Esto quiere decir que para dentro de dos o tres años en el Uruguay tendríamos un conductor como 
merece este país. 


El segundo aspecto es la inspección técnica vehicular -según la jerga es la ITV- que, como arrojan algunos 
estudios, es la causante de un 5% a un 10% de los accidentes. Estamos hablando de esas personas que no 
saben si el vehículo frena adecuadamente, de esos vehículos con neumáticos totalmente gastados, que no 
llevan las luces encendidas porque no las tienen en condiciones. También me refiero a esos vehículos que 
ponen bidones de nafta en el techo para circular y que se ven en muchas Intendencias del interior. Sé que 
ustedes surgen de los partidos políticos y que son votados por la gente; por lo tanto, quiero que entiendan que 
esto no es en desmedro de ningún trabajador, ni de ninguna persona que por razones de necesidad tenga que 
andar con el bidón de esa manera. Lo importante es que ese señor está poniendo en riesgo su vida y la de los 
demás, es una bomba, es un fedallín que sin una causa justa o injusta -porque no está luchando por Alá, ni 
nada por el estilo-, con un pequeño accidente a quince kilómetros por hora termina desatando un accidente. 
Al respecto, puedo remitirme al accidente más feo que he visto en Maldonado. Se trataba de un papá que 
tenía una Volkswagen Brasilia de la década del ochenta y que el bidón de nafta lo llevaban sus dos hijos en el 
asiento trasero porque no tenía lugar donde colocarlo. Sufrió un accidente y fue instantáneo cómo se 
quemaron. Durante mucho tiempo quedó la marca de las cenizas en la esquina de Bulevar Artigas y Avenida 
Aiguá en Maldonado. Pienso que nuestro prócer no merecía tener una avenida en su honroso nombre con 
personas muertas allí por ser descuidadas. Seguramente ese papá no quería matar a sus hijos, pero como 
nadie le explicó que eso era malo sucedió. Ninguna Intendencia lo hace en general porque ese tipo de cosas 


muy difícilmente se controlan. A veces en las rutas nacionales cuando la Policía Caminera ve esas cosas 
actúa, pero en áreas urbanas no es una cuestión de control cotidiano. 


En cuanto a la inspección técnica vehicular -en la jerga se dice la IT'V- quiero incluir también a estos 
vehículos. La idea es que todo vehículo que se matricule en el Uruguay deba tener inspección técnica 
vehicular. Hoy por hoy, la única que está haciendo esta tarea en todos los automóviles y demás vehículos - 
taxímetros, etcétera- es la Intendencia Municipal de Montevideo. El Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas está realizando controles a los ómnibus que circulan por las rutas nacionales y a los camiones de 
más de cinco toneladas. Hay un parque en el que no se controla, por ejemplo, al típico feriante de región 
metropolitana. Si tiene un camión grande o circula por alguna ruta nacional alguna vez lo pueden parar; de lo 
contrario, ni la Intendencia Municipal de Canelones, ni la Intendencia Municipal de Montevideo los controla. 
Estos son factores de riesgo muy grandes; insisto en que representarán el 5% o el 10% de los accidentes. 


No estamos hablando de quién hace la inspección técnica vehicular -por más que haya alguna que revisó el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas en cuanto a ómnibus y camiones-, pero cualquier Intendencia, ya 
sea por sí misma o por administración -mediante una empresa concesionaria o permisaria-, puede realizarla. 
Reitero que debe haber un organismo que fije los requisitos mínimos -obviamente, ese organismo sería el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas- que tendrían que aplicar las distintas plantas de inspección 
técnica vehicular en las rutas nacionales. 


El último aspecto y no menos importante -si leen algo de lo que se escribió en Europa en las décadas del 
setenta o del ochenta, advertirán que esta fue la medida más importante que se ha tomado en materia de 
seguridad en los últimos veinte años- es el de implementar el uso obligatorio del cinturón de seguridad para 
todos los conductores y acompañantes en un automóvil o camioneta, para el conductor y eventual 
acompañante en la cabina de ómnibus y de camiones, para las personas que están en la primera fila de 
asientos de los ómnibus y para todos los asientos de los transportistas escolares; con esto estaremos todos de 
acuerdo y no vamos a discutirlo jamás. 


También está el uso obligatorio del casco para el conductor y eventual acompañante -si el vehículo lo 
permite- de una moto de dos ruedas, con o sin "sidecar", de un ciclomotor de dos o tres ruedas y de 
cuatriciclos. Mucho se ha dicho sobre esta medida, sobre todo en otros departamentos -no tanto en 
Maldonado, en Rivera y en Montevideo que ya se utiliza-, que tienen una menor cantidad de motos. Les 
puedo asegurar que no hay ningún argumento valedero en contra del casco o del cinturón. Se han dicho 
muchas cosas del casco -que no se ve, que no se oye, que desnuca, que la vida de uno es la vida de uno y no 
tengo por qué usarlo-; del cinturón se ha dicho exactamente lo mismo. Lo importante es que esos dos 
elementos básicos de seguridad, bien colocados, bien abrochados, que tengan la medida y las normas 
adecuadas -precisamente, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, junto con algún otro organismo como 
la UNIT y el LATU las realizarían- jamás provocaron un accidente y sí han atenuado las consecuencias. Se 
llaman elementos de seguridad pasiva. 


En el tránsito definimos dos seguridades: la pasiva y la activa. La activa está compuesta por aquellos 
elementos que nos evitan el siniestro: las luces, los frenos, que el conductor no consuma alcohol. La pasiva 
está compuesta por aquellos elementos que en caso de producirse el accidente, atenúan el daño: cinturón de 
seguridad, "air bag", que no haya elementos cortantes en el panel del vehículo o que el volante sea 
deformable. Estos permiten que en caso de producirse el accidente, las consecuencias sean menores. El 
cinturón de seguridad y el casco son elementos de seguridad pasiva. La gente de Canelones no usa casco - 
quizás la de San José tampoco-, porque la propia Junta Departamental le dijo no al casco. Si se produce un 
accidente a 15 o 20 kilómetros por hora, es como caerse desde un segundo piso, si da nuestra cabeza contra 
un cordón -accidente típico en un área urbana-, me gustaría tener casco porque eso hace que nuestro cuero 
cabelludo y nuestro cráneo estén protegido, que es lo que importa. 


Hay argumentos de sobra como para demostrar que estos tres aspectos -la licencia de conducir, la inspección 
técnica vehicular y el uso obligatorio del caso y del cinturón- van a salvar vidas y van a organizar en algo este 
tránsito tan caótico que tenemos. 


Hay otro montón de medidas que podemos discutir e implementar, como la licencia por puntos, volver al 
viejo asunto de que la policía y los inspectores puedan retirar el documento en caso de una falta, o el tema del 
alcohol. Puedo decir -quizás con alguna experiencia en este asunto- que estos son los tres aspectos básicos. 
Los otros aspectos también son importantes, pero requieren de otras acciones no tan sencillas -lo digo con 


todo respeto- como la firma del Poder Legislativo y algo que el Poder Ejecutivo, junto con las Intendencias, 
puedan implementar en muy pocos meses. 


SEÑORA MONTANER.- Quisiera saber si hemos tenido algún abatimiento en las estadísticas de los 
accidentes con alguna de estas normas que se han implementado, quizás a medias, porque veo que 
todos los días hay proyectos, planes educacionales y hasta sanciones. 


Me preocupa muchísimo el tema de la inspección técnica vehicular, porque creo que hay casos y casos. 
Obviamente, todos deben ofrecer una garantía para no convertirse en un arma mortal en ninguna ruta, pero 
hay algunos casos -esto será en órbitas municipales- se entra en conflicto con la inspección técnica vehicular, 
aunque parezca ridículo. En los departamentos del interior profundo, hay zonas, localidades, a las que van 
ómnibus de segunda, de tercera, de cuarta, unidades muy viejas y la caminería rural está en muy malas 
condiciones. El otro día, surgió el tema de que iría la inspección técnica vehicular. Ellos habían hecho alguna 
reparación sus vehículos, pero no podían pagar más y entendían que estaban mal. Entones, me planteaban 
que sí ellos eliminaban esa línea habría un aislamiento total; no hay gente que vaya, no hay una línea 
ordinaria. Son vehículos de los años setenta u ochenta; se trata de gente que tiene una empresa unipersonal y 
la caminería rural les deshace los vehículos cada vez que van y vienen. 


Yo no les puedo decir que queden al margen de la ley, que se escondan. Tenemos que ver cómo podemos 
solucionar esto casos. No sé si estos casos se presentan en otros lugares del interior; mi departamento es muy 
extenso. Esto se transforma en un problema social muy grande, porque el departamento se queda aislado 
durante tres días por la inspección técnica vehicular. Si es un día de cobro de los pasivos, la situación se 
desborda porque se acoplan los problemas de incomunicación. 


Por otra parte, quisiera saber qué se logró con el tema del alcoholismo. Sabemos que el conductor de los más 
tremendos accidentes, generalmente tiene componente alcohólico. El otro día, vimos un accidente espantoso 
en los accesos y se veían las botellas de cerveza. Quisiera saber si la ley del expendio de bebidas alcohólicas, 
que se estaba implementando por el Ministerio, se ha conjugado con esto. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Doy la bienvenida a los dos ingenieros. 


Como señalaba el ingeniero Facello, ya se venía trabajando sobre estos temas, fundamentalmente desde el 
Ministerio. 


Me parece que sería bueno que nos informaran brevemente -dado que no disponemos de mucho tiempo- 
acerca de los requisitos mínimos exigidos en los tres aspectos señalados. Sabemos que este tema es muy 
apasionante, porque está en juego la vida de mucha gente. Entiendo que sería importante que en la versión 
taquigráfica quedara constancia de estos elementos que, inclusive, nosotros podríamos tener en cuenta a la 
hora de llevar a cabo alguna acción en torno a esta problemática. 


En particular, con respecto a la licencia de conducir, sería importante saber qué se ha podido hacer con 
relación a estas licencias en el exterior. Todos conocemos casos de ciudadanos que están fuera del país, 
fundamentalmente en España, que tienen enormes problemas por la licencia de conducir. Esto se debe a la 
heterogeneidad que existe al respecto en los distintos departamentos. 


Entonces, considero que lo básico sería que quedara establecido cuáles son los requisitos mínimos y que se 
nos informara qué es lo que sucede en torno al problema relativo a las licencias. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Saludo a los amigos del Ministerio de Transporte y Obras Públicas que 
hoy nos visitan. 


Me hago eco de lo planteado por la señora Diputada Montaner. Inclusive, quisiera agregar que en algunas 
Intendencias hay casos en los que se ha exonerado del pago de la patente. Este es un tema serio, sobre todo 
para la gente de campaña, para la que ese es el único medio de que disponen para trasladarse. 


Aquí se habló de tres puntos, pero pienso que debe haber un cuarto punto, relativo a las normas de 
conducción futuras en carreteras. Por ejemplo, en la rotonda ubicada entre las Rutas 11 y 5, a partir de que 


Policía Caminera, a solicitud del Ministerio, tomó medidas, la accidentalidad ha bajado mucho. Tal vez, no 
ha descendido a cero, pero ya no escuchamos noticias de los accidentes fatales que se producían cada uno o 
dos meses. De manera que lo que quiero saber es si en este proyecto se incluyen medidas en materia vial. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Saludo a los ingenieros. 


En la misma línea de razonamiento que la señora Diputada Montaner, quiero señalar que en Río Negro 
también hay casos similares a los que ella plantea. Allí esta situación se ve agravada por el hecho de que es el 
departamento más forestado del país y circulan vehículos de gran tonelaje. Además, existen chacras, 
pequeños predios rurales, cuyos habitantes tienen vehículos de treinta y cuarenta años como único medio 
para circular, muchos de ellos con deudas considerables con el Gobierno Departamental. 


En primer lugar, quiero señalar que me parece bueno que se elabore este proyecto de ley y que tratemos de 
encontrar la voluntad política para que sea efectivo, a fin de salvar decenas de vidas humanas que tanto 
cuestan al Estado uruguayo, en este Gobierno o en cualquier otro. 


En segundo término, estoy de acuerdo con los tres grandes planteos señalados por el ingeniero Facello. Esto 
daría para hablar durante horas. 


Me preocupa algo que se está haciendo costumbre, por lo menos en mi departamento, en las grandes ciudades 
como Fray Bentos y Young. Me refiero a la incorporación por parte de algunos vecinos, en forma muy 
inteligente -los uruguayos somos muy pícaros y con cierto grado de inteligencia-, de garrafas de supergás de 
trece kilos a los vehículos. El problema es que en la calle hay mucho olor a gas; no sé si en caso de algún 
accidente podría volar una manzana o qué podría suceder. Son muchos los vehículos que utilizan esta 
modalidad. 


Si no entendí mal, el ingeniero Facello mencionó que en la medida en que este proyecto se convierta en ley 
se crearía un organismo de control o se lo concesionaría. ¿Es así? 


SEÑOR FACELLO.- Sí. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Cuando habla de concesión, ¿se refiere a tercerizar, con la 
presencia de un delegado del Poder Ejecutivo como una especie de ente testigo de que se cumple con lo 
establecido? 


SEÑOR FACELLO.- Así es. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- Con respecto a las multas, entiendo que tienen un afán 
recaudador; lo digo con respeto. Obviamente, si no me pongo el casco, lo que es obligatorio, deberé 
pagar una multa. 


También hay que tener en cuenta la alta morosidad de los propietarios de vehículos -por lo menos en mi 
departamento es así-, que de todas maneras siguen circulando porque es el único medio que tienen para 
trasladarse a trabajar o a hacer un mandado ya que viven lejos del centro comercial del pueblo o de la ciudad. 
Entiendo que a la hora de redondear este asunto hay que tener en cuenta estos problemas. Sé que no es fácil, 
pero con buena voluntad podremos lograr el objetivo que todos compartimos, que es preservar la vida de la 
gente y reducir los accidentes fatales que se están produciendo. Este año, en particular, empezó bastante mal 
con respecto a los accidentes fatales, fundamentalmente, debido a la ingesta de alcohol y también por no 
tener en forma los vehículos. 


SEÑOR SILVEIRA.- Saludo la presencia del Director Nacional de Transporte y de su asesor. 


Quiero hacer referencia a lo importante que es este trabajo en conjunto entre el Poder Ejecutivo y el Poder 
Legislativo, por la posibilidad de intercambiar opiniones e interactuar con respecto a este asunto. 
Perfectamente, podría habernos llegado un proyecto de ley a fin de que lo discutiéramos y aprobáramos o no. 
Pero el Director Nacional de Transporte ha tenido la delicadeza, y también la inteligencia, de traerlo para que 
lo discutamos en conjunto. 


Es cierto que nos surgen problemas. Evidentemente, nos enfrentamos a situaciones muy difíciles, diría, casi 
conflictos, por la realidad que vivimos día a día. Los planteos que aquí se han hecho realmente son de fondo, 
son trascendentes y tienen que ver con la vida misma de la gente. 


Lo central es tratar de que esto se lleve adelante. Lo otro es voluntad de subsanar esos problemas que son 
incidentales o consecuencia de este tema central. 


Es interesante observar cómo podemos reaccionar. Cuando el ingeniero Facello hablaba sobre esto -creo que 
le asiste toda la razón- yo pensaba en cómo podemos reaccionar violentamente ante algún tipo de trastorno 
que los terceros pudieran generar a nuestra vida diaria. Por ejemplo, una cañería rota compartida con el 
vecino lindero es todo un drama, una tragedia, porque hay que recurrir a la Intendencia y hasta podría 
terminar mal. Pero el hecho de que el vecino tenga un auto en las mismas condiciones que la Brasilia que el 
ingeniero describía no nos parece tan trascendente. Sin embargo, esto es mucho más grave que el problema 
de la cañería. 


Lo planteado por la señora Diputada Montaner es de recibo. La situación de esa gente es un problema para 
nosotros; a eso me refería anteriormente. Pero debemos trasladar a la gente lo peligroso que pueden resultar 
esas situaciones. No quiero darle ninguna connotación a mis palabras, pero podemos poner el ejemplo de un 
hecho muy comentado y que causó un gran impacto en la opinión pública. Me refiero al accidente de Paso 
Apache. Nunca podremos definir si el ómnibus tenía el control, si falló la dirección o no, pero la realidad es 
que se trataba de un viejo ómnibus que la gente había contratado en buena fe, porque no puede ir a revisarlo 
el día anterior a utilizarlo. Pero ¿qué pasó? Ese ómnibus tal vez venía a cuarenta kilómetros por hora. De 
pronto, quien lo manejaba sabía que no estaba en condiciones de correr y venía a cuarenta kilómetros por 
hora. Pero se cayó desde un puente de veinte metros de altura. Entonces, tal vez nosotros tengamos que 
trasladar este aspecto a fin de que nuestros vecinos entiendan la necesidad de cumplir con ciertos requisitos. 
Somos nosotros quienes en alguna medida debemos incidir para lograrlo. 


Por otra parte, nos encontramos con un trabajo extra, que no sé si el ingeniero Facello ya ha iniciado. Me 
refiero a que se trata de normas que, por lo menos, rozan el ordenamiento municipal, lo que podría ocasionar 
conflictos. Me gustaría saber si el Director Nacional de Transporte ha hecho algún contacto con el Congreso 
Nacional de Intendentes o con las Juntas Departamentales. 


SEÑOR FACELLO.- Como los señores Diputados saben, este tema me apasiona y cada una de las 
preguntas formuladas daría para hablar bastante. De todas maneras, voy a ser breve porque sé que 
disponen de poco tiempo. 


Con respecto a la relación entre normas y abatimiento, tengo que dar una triste noticia a la señora Diputada 
Montaner. Hace años que venimos hablando de normas, de marcos normativos, de leyes, de decretos, pero 
entre lo que hablamos y lo que aprobamos, ya se trate del Poder Ejecutivo o del Legislativo, la relación debe 
ser más o menos de mil a uno. 


Los decretos importantes que se han firmado últimamente con respecto a este asunto son el relativo a las 
mercancías peligrosas, el de la inspección técnica vehicular obligatoria para ómnibus que circulan por rutas 


nacionales y algunas pequeñas modificaciones al Reglamento Nacional de Circulación Vial, realizadas en el 
año 2000. 


SEÑORA MONTANER.- El decreto comprende solo a los ómnibus que circulan por rutas nacionales. 
SEÑOR FACELLO.- Así es. 


SEÑORA MONTANER.- Entendí que quienes circulaban por caminería rural también estaban 
comprendidos. 


SEÑOR FACELLO.- No; solo abarca a los que circulan por rutas nacionales. 


SEÑORA MONTANER.- Entonces, yo tenía un error conceptual; esto me aclara mucho y me soluciona 
el problema. 


SEÑOR FACELLO.- A mí, no. 


SEÑORA MONTANER.- Mantuve una reunión con propietarios de ómnibus que circulan por 
caminería rural en la que manejamos un decreto que establecía una inspección vehicular. Pero por lo 
que el ingeniero Facello está diciendo, quienes circulan por caminería rural están exonerados de esa 
inspección. 


SEÑOR FACELLO.- Sí. El Decreto comprende solo a ómnibus que circulan por rutas nacionales. 


Entonces, lamentablemente, no tenemos una comparación entre lo que pasaba antes y lo que sucedió después, 
salvo en estos casos específicos en los que, obviamente, contar con un marco normativo mejora 
sustancialmente la situación. Sí podemos comparar con otros países, en los que las leyes del casco 
obligatorio, del cinturón obligatorio y de la inspección técnica vehicular bajaron drásticamente la 
siniestralidad. La situación antes y después de estas normas cambia en forma drástica. Estamos hablando de 
reducciones del 50% y del 70%. En algunos lugares específicos en los que se está trabajando bien en 
educación, los indicadores de reducción son muy importantes: de cinco muertos cada diez mil vehículos se 
pasó a un muerto cada diez mil vehículos. Estas medidas son muy buenas. 


Es muy importante conocer el rol que cada uno de nosotros debe cumplir; con esto estoy respondiendo a casi 
a todos los señores Diputados. Los españoles entendieron claramente -después de que ingresaron en la 
Comunidad Económica Europea, cuando se empezaron a preocupar mucho por este tema- que debían contar 
con una ley clara. Posteriormente, tenemos que ver qué organismos aplican estas normas y los criterios de 
aplicación. Ahora estoy respondiendo varias de las preguntas formuladas. Por ejemplo, con respecto a la 
inspección técnica vehicular, entiendo que debería ser obligatoria para todos los vehículos, 
independientemente de que circulen por rutas nacionales o por caminería departamental. Al respecto, 
tenemos que fijar dos criterios. Uno de ellos es el relativo a los requisitos mínimos, es decir, qué es lo 
importante a controlar en el ómnibus. ¿Se va a controlar sí los asientos tienen la altura adecuada o si las 
ventanillas tienen tal o cual color? No. Los cuatro elementos fundamentales que estamos exigiendo a los 
vehículos que hoy circulan por rutas nacionales son: luces, frenos, dirección y cinturón de seguridad. Cuando 
hablamos de los frenos nos estamos refiriendo a todo el sistema de frenos, desde el líquido, las bombas hasta 
el aspecto de los neumáticos. Además, el costo de la inspección -que está concesionada en una empresa 
llamada SUCTA S.A.- es mucho menor que el de un ómnibus que hace un servicio internacional o 
interdepartamental. Esto ha causado dudas en muchas Intendencias. He tenido que comunicarme con muchas 
Juntas y con muchos Intendentes para aclarar que la inspección es obligatoria para ómnibus que circulan por 
rutas nacionales -entiendo que sería bueno que en el futuro también se hiciera esta inspección a los que 
circulan por caminería rural- y que solo se controlan estos elementos básicos. Y si estos elementos básicos no 
están en buenas condiciones, podría suceder algo similar a lo que pasó en Paso Apache. Aclaro que no estoy 
dando ninguna opinión acerca de qué ocurrió en ese accidente. Pero ¿qué es más importante? ¿Que los 
neumáticos estén en buenas condiciones o que el niño llegue a la escuela rural? Obviamente, yo quiero que el 
niño vaya a la escuela rural, pero en un vehículo adecuado. De pronto, un caballo es más seguro que ese 
ómnibus. Algún día podría suceder que esos niños terminen muertos. 


SEÑORA MONTANER.- Entonces, ese control básico sí debe ser cumplido por los ómnibus que 
circulan por caminería rural. 


SEÑOR FACELLO.- El Decreto establece la obligatoriedad de la inspección solo para los que circulan 
por rutas nacionales. 


SEÑOR SILVEIRA.- Lo que ocurre -tal vez, a la señora Diputada Montaner se le presente el mismo 
problema en su departamento- es que esos ómnibus transitan buena parte de su recorrido por rutas 
nacionales. Hacen treinta, cuarenta o cincuenta kilómetros y luego entran al camino vecinal. Hago esta 
salvedad porque, de pronto, el problema aparece de todas maneras. 


SEÑORA FACELLO.- El Decreto del que estamos hablando -tal vez, sería bueno hacer una lectura, 
aunque no ahora- es el N” 132, de 9 de abril de 2003. Con respecto a lo planteado por el señor Diputado 
Julio Silveira, en el resumen que tengo en mi poder dice: "Extiéndase a los ómnibus departamentales 
con recorrido parcial en rutas nacionales la obligación del porte del certificado de aptitud técnica". 


Voy a dejar a todos los integrantes de la Comisión ejemplares de la lista de normas nacionales de 
tránsito y transporte carretero. Allí figura un resumen de todas las normas relativas al transporte de 
carga, transporte de pasajeros y varias de tránsito a nivel nacional. 


Con respecto al alcoholismo, quizás el organismo que puede responder mejor es la Dirección Nacional de 
Policía Caminera, la que junto con Salud Pública están llevando adelante una excelente campaña desde hace 
casi diez años. La campaña de prevención que están realizando es muy buena. En el Este ha dado un muy 
buen resultado. La prohibición de expedición de bebidas alcohólicas también ha sido positiva. 


Insisto en que todavía tenemos mucho por hacer. Seguramente, la Comisión Nacional de Prevención y 
Control de Accidentes les solicitará una reunión porque estamos pensando en modificar el límite de la tasa de 
alcoholemia permitida, que en Uruguay es de 0,8 gramos de alcohol por litro de sangre. Actualmente, son 
muy pocos los lugares en el mundo en que se mantiene esa tasa; debemos bajarlo al 0,5 o al 0,4. Es decir que 
el grado de alcohol permitido en Uruguay es alto comparado con el permitido, por ejemplo, en Europa. Para 
un individuo de setenta kilogramos que beba socialmente esto equivale a tomar en una hora tres medidas de 
whisky, tres latas de cerveza -de la marca que haya- o tres vasos de vino. Aclaro que estoy diciendo "o", no 


La reducción de los accidentes por esta causa ha sido drástica. De todas maneras, el alcohol sigue estando 
presente, sobre todo en los jóvenes. Por lo tanto, las campañas todavía no son lo suficientemente efectivas. 
Sobre todo, tenemos problemas de coordinación con las Jefaturas de Policía de cada uno de los 
departamentos y con el trabajo en conjunto con algunas Intendencias. Si bien la única institución habilitada 
es la Policía, sería bueno que todos los cuerpos actuaran en conjunto y con capacitación. Pero el trabajo que 
viene haciendo la Policía Caminera es excelente. Salió una campaña denominada "bebedor solidario", que 
refiere a que si un grupo de amigos bebe, siempre debe haber uno que no lo haga y que sea el que maneje. 


Con respecto a los requisitos mínimos para obtener una licencia de conducir, al igual que en la inspección 
técnica ocular, se debe clarificar qué va a definir el Ministerio. Este definirá cuáles serán los requisitos 
psicofísicos -o sea, médicos y psicológicos- que debe tener un conductor para manejar. Por ejemplo, muy 
poca gente conoce qué tiempo de reacción tiene. Muchas veces sabemos qué altura y qué peso tenemos 
cuando nos sacamos el carné de salud, ingresamos a algún club o algún médico nos hace un control, pero 
muy pocos uruguayos conocen cuál es su tiempo de reacción. Sin embargo, ese tiempo de reacción es el que 
nos puede salvar de tener un accidente. Ese tiempo comienza, por ejemplo, cuando vemos una vaca en la 
ruta, donde se produce la percepción, que dice a una parte de nuestro cerebro: "Eso que ves ahí es una vaca 
en la ruta. Cuidado", lo que se llama intelección; eso va a una parte del cerebro que emociona: "Vaca en la 
ruta: me muero"; lo que se dirige a otra parte indicando: "Actuá", lo que se llama voluntad. Por eso se llama 
tiempo PIEV: percepción, intelección, emoción, volición. En la jerga normal: tiempo de reacción. "Sacá el 
pie del acelerador; poné el pie en el freno". Todo eso que demoré un minuto y medio en contarlo, en una 
persona normal demora medio segundo. Ahora, cuando sacamos la licencia de conducir, ¿nos miden eso? 
Hay personas que demoran un segundo. Eso significa que si en el día de mañana el señor Diputado Amaro 
Cedrés está cruzando la cebra del Palacio Legislativo y se topa con una persona que sacó la licencia de 
conducir en Tacuarembó a la que no le midieron el tiempo de reacción, esa persona posiblemente frene a diez 
metros más de donde debería frenar. Acá se hace a algunos conductores, como mencioné -a los suburbanos, a 
algún conductor profesional en Montevideo-, pero no se toma al conductor normal, y es un requisito "sine 
qua non" que tendríamos tener todos los conductores. Deberíamos medirnos eso y, si no lo pasamos, no 
merecemos la licencia de conducir. Pero no es porque no lo queramos a ese señor; por el contrario, porque lo 
queremos mucho, queremos proteger su vida y la de los demás. Esos son los requisitos mínimos de los que 
hablaba: personas que tienen cardiopatías o determinadas enfermedades que son un obstáculo para tener 
licencia de conducir. Pero eso no se mide ni se controla prácticamente en ninguna Intendencia. 


En cuanto a las autonomías municipales, quiero decir que no se lesionan. Como dije antes, la recaudación se 
mantiene intacta y lo que quieran hacer también. Nos estamos basando en un principio básico que está 
establecido en el artículo 262 de la Constitución de la República. Allí se establece: "El Gobierno y la 
Administración de los Departamentos," -acá viene la parte importante- "con excepción de los servicios de 
seguridad pública, serán ejercidos por una Junta Departamental y un Intendente [...]". Después habla de 
cuándo se inician y demás. La pregunta es: ¿el tránsito es un tema de seguridad pública o no? En este punto 
me remito a lo que el doctor Carlos Tabasso expresó en su artículo relativo a la reglamentación del tránsito 
nacional, caos de irracionalidad e inconstitucionalidad -puedo dejar copia de ello-, en el que establece: 


"Puede colegirse también que, con el fin de neutralizar las fatales conclusiones enunciadas," -anteriormente, 
se había expresado: "[...] el Estado estaría resignando y transfiriendo ilícitamente los cometidos esenciales 
exclusivos, excluyentes e indelegables que justifican su existencia institucional, jurídica y política [...]" a las 
Intendencias Municipales- "se intentará demostrar que la regulación del tránsito no cabría en la categoría 
jurídico-constitucional de los 'servicios de seguridad pública", lo cual, más que un disparate, constituiría una 
exhibición de maciza torpeza intelectual". El artículo habla de la ley orgánica municipal, de las distintas 
disposiciones. En lo personal, creo que deja muy en claro que esto es ley, es un tema de seguridad pública en 
el que los legisladores tienen responsabilidad. 


Con respecto al costo de la inspección técnico ocular es más bajo, como expresé. El costo más importante de 
esta inspección radica en los defectos que nos detectan y en su arreglo. Pero insisto: en Uruguay se debe 
empezar a hacer mantenimiento preventivo, o sea, arreglar las cosas antes de que empiece a sonar el motor; 
de esa forma, los talleres cobrarían más barato y, en definitiva, todos estaríamos más seguros. El tema es que 
en Uruguay estamos acostumbrados a esperar que el motor se rompa para llevarlo a arreglar -salvo en los 
camiones, por la inspección técnico ocular que venimos haciendo desde el año 1994-; en cambio, el 
mantenimiento preventivo siempre es mucho más barato. Ni qué hablar del gas, que es un sistema mucho 
más seguro, eficiente y ambientalmente mucho mejor. El tema es que no se debe utilizar la garrafa de trece 
kilos. Hay un "kit" que se está a punto de comercializar aquí, en Uruguay -algunas empresas ya lo están 
considerando, y en la actualidad ya se está comercializando en Argentina-, que indica cómo permitir que el 
motor ciclo OTTO se adapte al gas. Pero también hay "kit" en lo que tiene que ver con el tanque de este 
nuevo combustible que es el gas; son unos toroides que son una especie de salvavidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué se permite la circulación de vehículos a supergás e, inclusive, de 
maquinaria de trabajo industrial con garrafas adaptadas? 


SEÑOR FACELLO.- ¿En circulación nacional? 
SEÑOR PRESIDENTE.- En todo el país. 


SEÑOR FACELLO.- Precisamente, ahora tenemos la norma del transporte de mercancía peligrosa en 
la circulación nacional, y hay una prohibición expresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No existe. 
SEÑOR FACELLO.- Existe. 


Quizá no me expresé bien cuando me referí a las sanciones. Soy un convencido -estaré convencido de esto 
hasta el final de mis días en la actividad pública- de que el rol del Estado es de control y de que no puede 
delegarlo en nada ni en nadie. Cuando hablo de que estas leyes necesitarán un organismo que las aplique, las 
revea, controle hacer la inspección técnico ocular, por ejemplo, para los ómnibus que mencionó la señora 
Diputada Montaner cada dos años o si se deben bajar o aumentar los requisitos, quiero decir que el Estado 
debe tener instituciones que estén preparadas para ello. Hoy por hoy el Estado no está ciento por ciento 
preparado, pero creo que es un rol del Estado; no se delega ni terceriza, ya que es el Estado el que debe 
hacerlo. 


Para la realización de la inspección tenemos organismos que pueden hacerla, algunos buenos y otros no tanto, 
pero la Caminera no ha tenido ningún problema en hacerlo. 


Creo que con esto he respondido la mayor parte de las preguntas que se han formulado. Quedo a las órdenes. 
Hay mucho material que puede reafirmar cada una de estas cosas que he dicho. Sabemos que hay otros temas 
como la educación y demás, pero insisto en que con estas tres normas daremos un paso muy grande. 
Esperamos el apoyo de todos ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo va a proceder el Poder Ejecutivo y qué expectativas podemos tener en 
cuanto a recibir estas iniciativas que hoy anuncia para poder promover su consideración? 


SEÑOR FACELLO.- Esto ya figura en el Expediente N” 04/7/680 que la Dirección Nacional de 
Transporte elevó al Ministerio el 25 de febrero de 2004. El señor Ministro lo tratará y -como dice 
nuestro proyecto- lo elevará al señor Presidente de la Asamblea General, profesor Hierro López. Yo me 
comprometo, una vez que salga del Ministerio de Transporte y Obras, a hacerles llegar una copia. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Quisiera que se insistiera, aunque fuera de manera muy breve - 
fundamentalmente a los efectos de que queda constancia en la versión taquigráfica, porque algo 
sabemos al respecto-, en el tema de las licencias en otros países y cómo se ha resuelto esto en España, 
principalmente. 


SEÑOR FACELLO.- Los casos de uruguayos que se van del país y eligen España u otros destinos, son 
muy comunes desde que iniciamos nuestra vida independiente. Pero es obvio que en los últimos años la 
cantidad de uruguayos que han buscado su destino en otros lugares ha aumentado. En particular 
España ha sido un destino muy requerido. El mercado laboral español permite muchas cosas; por 
ejemplo, trabajos de mozo, ascensorista, distribuidor de bebidas, etcétera. La cantidad de latinos y 
uruguayos que están trabajando como conductores en el mercado español y, por ende, en el mercado 
de transporte europeo, es muy grande. En una sociedad como la europea las personas se están 
capacitando más y buscando mejores trabajos y han dejado en un segundo plano determinadas fuentes 
laborales tradicionales, como puede ser la de conductor de un vehículo de transporte de mercancías - 
como le llaman ellos- o de transporte de viajeros. Y ese rol lo están asumiendo inmigrantes, sobre todo 
marroquíes o personas de otros países africanos, turcos -en el caso de Alemania- y ecuatorianos, 
argentinos o uruguayos, como sucede en España. Eso nos ha llevado a desempolvar determinados 
libros y convenios y a analizar si existen o no convenios firmados con los distintos países a fin de saber 
si la licencia o el permiso de conducir -como ellos le llaman-, válido en determinado país latino también 
tiene validez en España. 


Antes, como los casos eran muy pocos, se presionaba a la persona para que diera la prueba en Uruguay o se 
le daba por válida la licencia. Argentina firmó un convenio y me solicitaron información para firmarlo. En 
esa oportunidad expliqué mi visión sobre el conductor uruguayo, que creo que no es muy bueno. Considero 
que es una persona muy culta, con una formación escolar muy buena, pero lamentablemente, a la hora de 
manejar, los requisitos que le imponemos no son los mejores. Por ese motivo formulé una propuesta a las 
autoridades españolas. 


Antes quiero decir que no creo que el uruguayo tenga problema en dar la prueba, estudiando lo que sea 
necesario y salvarla; lo creo muy capaz genéricamente. Sin embargo, la mayor parte de los uruguayos deben 
estar protestando por el costo que deben asumir a la hora de sacar la licencia de conducir, porque es cien 
veces mayor que el de aquí; no me refiero al costo de la licencia -que si no me equivoco es de 72 euros- sino 
al de la academia de choferes a la que es necesario asistir para aprender a manejar. 


En conclusión, se llegó a un convenio que ya está firmado -del que puedo hacerles llegar una copia-, donde 
básicamente se dice que en la licencia de lo que nosotros llamamos automóviles -ellos llaman turismo- hay 
equivalencia total; el uruguayo va, presenta su libreta y le dan el permiso español con la validez 
correspondiente. En el caso en que sí debe dar examen el uruguayo es en las categorías camiones y ómnibus, 
con determinado tonelaje y cantidad de pasajeros. Es decir que un conductor de camiones uruguayo que vaya 
a España y quiera trabajar de camionero seguramente tendrá que dar examen; no sé si debe rendir una prueba 
teórica y otra práctica o solo la práctica. 


¿Cuál es el problema? Porque ojalá el asunto hubiera terminado aquí. Los españoles se dieron cuenta de que 
existe un inconveniente en un aspecto administrativo, porque la única Intendencia que había mandado la 
forma de la licencia de conducir era la de Montevideo. Por tanto, una persona que había sacado la licencia en 
Tacuarembó e iba a la Dirección General de Tráfico de España a decir que quería la equivalente a la que tenía 
en Uruguay, no podía obtenerla porque no habían mandado el formato. Y es bueno recordar que aquí cada 
Intendencia tiene su propio formato porque, como dije, somos diferentes en todo; cada Intendencia es 
diferente a las otras en todo y también en eso. Entonces, los españoles consideraban que la válida era la 
libreta de Montevideo y en las del interior no decía Montevideo ni estaba plastificada de la misma forma. El 
señor Presidente de la República, entre tantas cosas que llevó en su último viaja a España, había un facsímil 
de una licencia de conducir de cada uno de los departamentos. Le pidió a cada uno de los Intendentes 
municipales el verso y el anverso de la licencia de conducir de su departamento para llevarla. Y ojalá el 


problema terminara aquí, pero no es así. ¿Saben por qué? Porque como en los últimos años los departamentos 
cambiaron su licencia de conducir -no mejoraron la licencia sino que la cambiaron por razones 
administrativas; no les gustaba el color que era verde y ahora lo querían azul-, también hay que mandar las 
viejas. De lo contrario, si un salteño sacó la libreta de conducir en 1988 y tiene el carné viejo, como ahora 
Salto cambió el formato tampoco la van por válida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por cierto que sobre esto tendríamos mucho que comentar, porque no solo es 
un tema de esta Comisión sino que se relaciona con la de Asuntos Internacionales, la Cancillería, 
etcétera. 


En estos días en Uruguay, los ciudadanos que tienen ascendencia italiana y española están votando en las 
elecciones nacionales de esos países. Sin embargo, nuestro país no ha asumido que tiene sembrados en el 
mundo cientos de miles de uruguayos y, por lo tanto, no existe un conjunto de normas que tienen que ver con 
la licencia de conducir y con otra serie de aspectos. Por ese motivo, los uruguayos salen absolutamente 
desvalidos a descubrir el mundo, basados en lo que les contó algún amigo, cuando podrían hacerlo -ya que se 
van- con el asesoramiento mínimo, a fin de no encontrarse con sorpresas desagradables y defenderse mejor 
en el exterior. Y a la inversa también, deberían contar con información para devolver al Uruguay mucho de lo 
que el país le dio. Ese es otro asunto. 


Seguramente el señor Diputado Domínguez planteó este tema porque permanentemente nos está llegando la 
angustia de uruguayos que, luego de estar allá, buscando una forma de resolver este asunto para su trabajo no 
tienen cómo hacerlo por ese desorden que nos caracteriza. 


En cuanto al tema que se presentó aquí, quiero expresar que inauguramos el funcionamiento de esta 
Comisión recibiendo al ingeniero Facello y a alguno de sus asesores que, con datos muy concretos desde el 
punto de vista material y de lo que significa para el ser humano, nos explicaron las consecuencias de los 
accidentes de tránsito. El propio ingeniero Facello reconoció, en el transcurso de su exposición, que poco se 
ha avanzado en ese sentido. Por lo tanto, esperaremos con mucha expectativa esa iniciativa, no porque 
creamos que todos los problemas se resolverán sino porque tenemos la voluntad -creo interpretar a todos los 
compañeros- de comenzar a caminar en ese sentido. 


Agradecemos vuestra presencia y estamos dispuestos a seguir colaborando. 


(Se retira de Sala el señor Director Nacional de Transporte, ingeniero Lucas Facello y el ingeniero 
Larramendi) 


(Ingresa a Sala una delegación de FETRABE) 


——Tenemos el gusto de recibir a una delegación de FETRABE, Federación del Transporte de Bebidas, 
integrada por el señor Gustavo Inmediato, integrante de la Directiva del Sector Pilsen, Pepsi y 
Norteña; el señor Ernesto Toledo, Presidente de la Intergremial del Transporte Profesional de Carga; y 
el asesor, doctor Gonzalo Ramírez. 


Seguramente, el tema que abordaremos está vinculado con lo que está presente en la información pública que 
circula en la prensa y que vinculamos a derivaciones de una anterior situación que motivó su comparecencia 

en esta Comisión en julio de 2003. Esto tiene que ver con una nueva etapa de un proceso que nos preocupa y 
queremos ver si podemos contribuir a manejarlo de la mejor manera posible. 


También recibimos una solicitud de la Cámara de Industrias del Uruguay para ser recibidos para conversar 
sobre el mismo tema, cosa que vamos a hacer inmediatamente después de escucharlos a ustedes. Nos parece 
oportuno que la Comisión pueda formarse una idea sobre el asunto en el día de hoy y lo más rápidamente 
posible para ayudar a solucionar este conflicto, si es que está en nuestras manos. Por tanto, les pedimos que 
traten de limitar sus exposiciones a lo imprescindible que nos permita comprender exactamente el estado de 
las cosas al día de hoy, dado que el problema general no nos resulta ajeno. 


SEÑOR TOLEDO.- FETRABE es una gremial cofundadora de la Intergremial. 


Estamos sumamente preocupados por esta situación y, más allá de que vamos a pedir a quienes nos 
acompañan que detallen las particularidades del conflicto, queremos decir que nos ha llamado la atención y 
preocupado mucho que la compañía, en primera instancia, está violando un contrato vigente y apostando -con 
el silencio y sin buscar el diálogo previo a esta situación de conflicto- a llevar adelante su postura. Para 
nosotros esto no es de recibo. Estamos cuestionando seriamente que el poder que representa este grupo 
económico se haya instalado en este país y haya cerrado fuentes de trabajo. Todos somos conscientes de que 
la cervecería de Paysandú está cerrada y es de público conocimiento que se cerrará la fábrica de cervezas 
Patricia de Minas. Toda la cerveza se va a fabricar en Montevideo. Indudablemente, esto va a generar a la 
empresa un gran beneficio económico, pero al país le significará un costo social sumamente importante. 


Más allá de todo eso, creemos que sería importante que el país y el Parlamento tuvieran los elementos para 
evitar que un grupo económico monopólico como este actúe tan suelto de cuerpo como lo viene haciendo. 


Para nosotros es inaceptable el ataque frontal que la empresa está dirigiendo a los distribuidores de cerveza y 
por eso, en FETRABE, estamos comprometidos, preocupados y llevando adelante todas las medidas de 
solidaridad que corresponden. 


Lamentablemente, esto hoy está afectando también lo que es la exportación de cebada. Los transportistas se 
han solidarizado y no están transportando la cebada que corresponde al grupo económico y no lo van a hacer 
mientras que no se solucione el conflicto. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Les pido disculpas porque voy a hacer una explicación relativamente compleja 
sobre un tema técnico. Trataré de ser lo más breve posible, pero les pido que tengan un poco de 
tolerancia a fin de entender qué está pasando. Además, en las últimas horas ha surgido desinformación 
por parte de la compañía, no directamente sino a través de versiones de prensa. Entonces, nos interesa 
reafirmar cuál es la posición jurídica de FETRABE en esto. 


En el año 2001, como consecuencia del ingreso de AMBEV a la compañía Salus y a la fábrica de cerveza 
Norteña, se decide hacer una reestructura muy importante en el departamento de Montevideo. Había dieciséis 
concesionarios que atendían el departamento de Montevideo. Cuando digo "concesionarios" me refiero a 
señores comerciantes que tienen su depósito, sus caminos propios y sus preventistas. Ellos compran la 
mercadería, la levantan en la planta de Salus, la llevan a su depósito y después la venden a los comercios 
minoristas, corriendo el riesgo de la falta de pago por parte de estos. Son verdaderos intermediarios entre la 
planta productora y los comerciantes; no son transportistas. 


Hubo un conflicto -creo que no hubo paro, pero sí negociaciones muy tensas, declaraciones de prensa- y la 
discusión se centró especialmente en cómo se iba a indemnizar a los doce concesionarios que se iban para la 
casa. Se discutió si tenían derecho a la clientela, lo que se llama "valor llave"; ellos reclamaban que durante 
veinte años habían explotado una clientela, introduciendo un producto ajeno dentro del mercado, y que de un 
día para el otro no los podían echar. Se llega a un acuerdo con la compañía Salus sobre el monto de las 
indemnizaciones. Sin embargo, durante las tratativas, el 8 de octubre de 2001, compañía Salus plantea a los 
cuatro concesionarios que quedaban que era su intención modificar el régimen de facturación a los 
supermercados, haciéndose cargo del riesgo de cobranza en ellos. Recuerden que en 2001 a nosotros nos 
atemorizaba mucho las versiones de que la cadena Devoto -que todavía no había sido adquirida por Géant- 
pudiera quebrar; ellos tenían muchos cheques en su haber de la cadena Devoto. Se hizo un documento con 
los concesionarios en el cual se estableció que por un plazo de sesenta días contados a partir del 8 de octubre 
de 2001 las partes estaban en tratativas para celebrar un nuevo contrato de distribución y que pura y 
exclusivamente -durante esos sesenta días- el precio que iban a cobrar por su actividad respecto de cada cajón 
vendido en el mercado iba a ser de $ 20, lo que implicaba una rebaja sensible. Adicionalmente, en lugar de 
facturar con la factura del concesionario se iba a facturar con las boletas de Compañía Salus, lo que 
significaba que si mañana quebraba una cadena de supermercados, el que había facturado era Salus y la que 
tenía que computar en sus pérdidas esa quiebra era la compañía. Es decir, había un traslado importante del 
riesgo. Además, Compañía Salus se hacía cargo por esos sesenta días de la tasa bromatológica, que tiene un 
valor importante en el agua. Expresamente, en la cláusula final de ese contrato, se estableció que si en el 
plazo de sesenta días las partes no habían firmado un nuevo contrato de distribución -porque no se habían 
puesto de acuerdo- los concesionarios iban a volver a facturar con su propia factura, volvían a correr el riesgo 
del incumplimiento de las cadenas de supermercados y, a su vez, recuperaban el margen vigente al 8 de 
octubre de 2001, es decir, volvían al precio anterior; volvían a correr el riesgo, pero ganaban más. 


Siguieron las negociaciones y el 31 de octubre de 2001 la Federación de Transporte de Bebidas hace un 
marco acuerdo firmado por el doctor Robert Batista por FETRABE y por un abogado argentino en 
representación de la Compañía Salus, doctor Palau. Allí se establece que es interés esencial de las partes 
arreglar la indemnización de los concesionarios que se van del sistema de distribución, firmar nuevos 
contratos de distribución con un plazo de treinta meses y, adicionalmente de firmar nuevos contratos de 
distribución con un plazo de treinta meses, bajar los márgenes de distribución. No obstante, en ese 
documento se establece expresamente en su numeral final lo siguiente: "Si al 20 de noviembre de 2001 las 
cuatro empresas que continuarán con la distribución en Montevideo no firmaron los nuevos contratos de 
distribución y las nueve empresas indicadas en el numeral 1) precedente no firmaron las respectivas 
rescisiones contractuales" -resalto esto- "las pautas establecidas en el presente documento podrán quedar sin 
efecto alguno sin responsabilidad para ninguna de ellas". Esto, que jurídicamente es una condición 
resolutoria, se verificó en su totalidad el 20 de noviembre de 2001. En esa fecha las partes no firmaron los 
nuevos contratos de distribución; es más: nunca firmaron los nuevos contratos por lo que se renovaron 
automáticamente los vigentes. 


Compañía Salus pretende -a través de este documento- decir que los concesionarios y FETRABE 
consintieron la rebaja de los márgenes. Pero lo cierto y lo insólito es que este documento prueba 
absolutamente lo contrario de lo que ellos quieren demostrar. La discusión jurídica entre nosotros y ellos es 
que con el contrato vigente -que nunca fue modificado- Compañía Salus no podía rebajar los márgenes 
unilateralmente. Compañía Salus dice: "Nosotros podíamos rebajar los márgenes unilateralmente porque el 
contrato vigente nos lo permitía". La conciencia de ellos de que no podían modificar los márgenes 
unilateralmente queda expresamente demostrada en dos documentos firmados el 8 de octubre de 2001 y el 31 
de octubre del mismo año donde acuerdan, bajo condición resolutoria, modificar los márgenes en un nuevo 
contrato. ¿Qué quiere decir esto? Que para modificar los márgenes a los concesionarios era un requisito 
esencial firmar nuevos contratos de distribución que modificaran los márgenes que venían cobrando los 
concesionarios hasta la fecha. 


Después del 20 de noviembre de 2001 negociamos cinco meses más con la compañía. Seguramente nos 
hubiéramos puesto de acuerdo con la Compañía Salus, la que interrumpió intempestivamente las 
negociaciones después de seis meses sobre arduas discusiones sobre todos los puntos, si ellos no hubieran 
sido excesivamente avaros en el preacuerdo que teníamos. Ellos estaban de acuerdo en rebajar los márgenes, 
por supuesto, pero en lo que no estaba de acuerdo la Compañía Salus para reconocer en el nuevo contrato era 
que el riesgo de las cadenas lo debían correr ellos. Por eso empezamos una discusión muy fuerte en la que 
ellos decían: "Nosotros lo máximo que podemos dar a los concesionarios es el mismo plazo que dan los 
supermercados para pagar. Si usted vende al supermercado Disco a noventa días, usted puede pagar esa 
mercadería a Compañía Salus a noventa días". Entonces, el concesionario decía: "Pero ¿si Disco no me 
paga?". Compañía Salus expresaba: "Bueno, si Disco no le paga, a los noventa días yo le cobro su cheque". 
El concesionario argumentaba: "Eso es imposible; no me pueden rebajar el margen y mantenerme el riesgo. 
Eso no fue lo conversado". 


Adicionalmente -sé que estoy pecando de extenso, pero quiero que todo esto quede en la versión 
taquigráfica-, nos habían prometido que en las nuevas bases del contrato se iba a fijar un plazo de treinta 
meses y metieron en el documento una cláusula que decía que con un preaviso de sesenta días Compañía 
Salus podía rescindir los contratos en cualquier momento. Eso quiere decir que los contratos no tenían treinta 
meses de plazo -como se proponía firmar- sino sesenta días. En cualquier momento mandaban un telegrama 
diciendo que dentro de sesenta días no se van a renovar los contratos. Además, históricamente siempre se 
acordó que las roturas -es decir lo que se rompe de la mercadería en el trasiego- por defecto de fabricación o 
de manipuleo eran el cinco por mil. Pues bien, dijeron que no, que no iban a reconocer más que el uno por 
mil porque en Brasil esas son las roturas. Pero la historia en Uruguay indica que las botellas de cerveza 
explotan y es el cinco por mil. Tampoco nos pusimos de acuerdo en ese punto. 


La compañía estaba participando fuertemente en la compra de exclusivos, es decir, se va a un bar y se dice al 
dueño: "Yo le pago US$ 50.000 para que usted se comprometa por cinco años a comprar cerveza Patricia y 
agua Salus en régimen de exclusividad". Los concesionarios les dijeron: "Señores: si nosotros bajamos los 
márgenes, si vamos a cobrar menos, no podemos participar en lo que es la actividad de promoción 
publicitaria". 


Históricamente, cuando cobraban el 35%, si iban a comprar un bar y le daban a la mascota US$ 50.000, 

US$ 25.000 lo ponía en mercadería el comerciante, el concesionario, y US$ 25.000 la compañía. Quiere decir 
que compartían los gastos de publicidad y marketing para la penetración en el mercado. Se les dijo 
claramente: "No es lo acordado; si quieren rebajar los márgenes vamos a cobrar menos. No tenemos plata 
para pagar los exclusivos y menos con la voracidad que ustedes están haciéndolo en el mercado". Pero para 
colmo de males nos pusieron en el proyecto de contrato que querían que firmáramos lo que se llama una 
cláusula de no competencia que decía que si vencido el contrato no se renueva, el concesionario por un plazo 
de dos años no podrá distribuir ninguna bebida de cualquier marca que fuera. Eso implicaba a algunas 
personas, que hacía treinta o cuarenta años su actividad como comerciante era ser concesionarios o 
distribuidores de bebidas, conceder el derecho a la contraparte, entregarle su clientela y concederle el derecho 
a explotarla una vez vencido el contrato. 


Todas estas razones -quizás vale decir que la avaricia rompe el saco- fueron las que llevaron a que nunca se 
firmaran los nuevos contratos de distribución. Ergo, no habiéndose firmado nunca los nuevos contratos de 
distribución, el 20 de noviembre de 2001 o en su defecto a los sesenta días contados a partir del 8 de octubre 
del mismo año cualquier modificación planteada sobre los márgenes de ganancia para el concesionario quedó 
sin efecto jurídico como consecuencia de las condiciones resolutorias pactadas en ambos documentos. 


El gerente del grupo brasileño nos dijo en aquel momento: "Si no quieren firmar este contrato, nosotros 
vamos a seguir con el que tenemos, que nos permite modificar los márgenes a nuestro gusto, porque así lo 
dice el contrato". Nosotros le dijimos que Maresca nunca utilizó esa cláusula. Nos dijo: "No importa, lo 
vamos a hacer". Y así lo hicieron: rebajaron una y otra vez los márgenes en un período de dos años y medio. 


Hace aproximadamente cuatro meses, la Federación de Transporte de Bebidas recibió la inquietud de los 
concesionarios en cuanto a que estaban teniendo importantes pérdidas en el negocio, porque, además, 
Compañía Salus subió el precio de la cerveza Patricia al público, la despegó $ 2 por encima de la Pilsen, lo 
cual le significaba menos volumen además de que les había bajado los márgenes. Entonces, decidimos hacer 
una consulta al doctor Jorge Gamarra, catedrático, profesor honorario de la Universidad de la República y 
profesor honorario de la Universidad de Buenos Aires; indiscutiblemente, una eminencia en materia de 
Derecho Civil, la persona más reconocida en nuestro medio. Le planteamos todos los aspectos y se le explicó 
que a los concesionarios se les había incrementado la zona, que habían pasado de tener ochocientos clientes a 
tener dos mil seiscientos y que como consecuencia de ello habían hecho importantes inversiones como 
compra de camiones, de depósitos, contrataron por cuatro el personal que tenían, motos para los preventistas, 
en fin, les explicamos toda la situación. Nos dijo -la consulta está publicada en Internet y la tiene Compañía 
Salus desde el 30 de diciembre de 2003- que era un contrato flechado, leonino. Si bien el contrato en su texto 
permitía que una de las partes modificara el precio unilateralmente, eso en nuestro Derecho es ilícito, es lo 
que se llama una cláusula potestativa pura. El Código Civil establece que los elementos esenciales del 
contrato no pueden quedar al arbitrio de una sola de las partes. Por eso es un contrato, es un acuerdo de 
partes. Si hay un acuerdo de partes y uno puede decidir el precio que le paga al otro y cambiárselo sin aviso 
en cualquier momento no hay contrato; hay una relación de poder y no de igualdad. 


Esa consulta la tienen y la estudiaron. Nos dieron largas durante el mes de enero porque era la feria judicial; 
nos dieron largas durante el mes de febrero, hasta que se hizo inminente la escisión de Compañía Salus como 
una sociedad anónima. En una Asamblea de accionistas se resolvió dividir la empresa en dos, transferir los 
activos y pasivos cerveceros a Fábrica Nacional de Cervezas y que Compañía Salus S.A. se quedara con los 
activos vinculados con el agua Salus. Eso para nosotros implicaba un fuerte perjuicio, dividir los contratos en 
dos y que si no nos oponíamos jurídicamente a la escisión de la empresa, corríamos el riesgo de que el 
crédito de nuestros clientes se viera afectado. 


Por lo tanto, tomamos todos los recaudos jurídicos necesarios. Se notificó a la asamblea de accionistas, se 
notificó al síndico de la empresa que existía un crédito litigioso que estimamos en, por lo menos, 

US$ 1:000.000, se lo citó a conciliación, hubo audiencia de conciliación. Lo cierto es que la compañía ha 
mantenido una actitud cerrada a discutir sobre el pasado. No se han querido sentar a conversar sobre ese 
aspecto, solo quieren hablar sobre el futuro, no están dispuestos a discutir cuánto deben por modificación 
unilateral del contrato. El conflicto se está yendo de las manos de ambas partes; cada día las partes están más 
duras en sus posiciones y el mercado está quedando absolutamente desabastecido. A través de la prensa, le 
hemos tendido cientos de puentes, marcándoles los tantos y diciéndoles que violaron los contratos, pero que 
estamos dispuestos a conversar y a sentarnos a negociar. Es intención de nuestros clientes sentarse en una 


mesa a discutir. Más ahora que la empresa le ha comunicado al sindicato que existe una posibilidad cierta de 
mandar cuatrocientos empleados al seguro de paro. Seguimos sin diálogo. Diría que nuestros delegados y 
concesionarios pasan varias horas al día en la puerta de la compañía, donde están los camiones estacionados. 
Basta una seña desde una ventana de cualquier gerente de la empresa para que se inicie una conversación. 
Están cerrados en una posición que no entendemos. Creemos que el diálogo es la única forma de destrabar 
esto. Lo único que van a hacer las acusaciones recíprocas es seguir empeorando el tema. La intergremial está 
apoyando a la Federación de Transporte de Bebidas; todo el transporte está solidarizado. No están ingresando 
camiones a la compañía y nadie está distribuyendo. La Federación de Transporte de Bebidas tiene muchos 
más empleados implicados en este conflicto que los que tiene Fábrica Nacional de Cervezas. La Federación 
de Transporte de Bebidas para Compañía Salus y para el monopolio cervecero tiene ciento setenta camiones 
para todo el país. Si multiplicamos esto por tres -un chofer y dos ayudantes por camión- y agregamos los 
jefes de depósitos, los encargados, los preventistas, estamos hablando de más de seiscientas personas 
implicadas en este conflicto. 


Ya hemos informado extensamente sobre el monopolio otra vez que estuvimos en esta Comisión. Todo está 
en el expediente de la Dirección General de Comercio. Creemos que esta posición tan dura de la compañía es 
producto de la fortaleza que tiene como consecuencia de estar monopolizada la venta y la producción de 
cerveza; no les importa perder mercado. No tienen competidores y, por lo tanto, están dispuestos a seguir 
aguantando y endureciendo hasta que la Federación de Transporte de Bebidas y sus socios -concesionarios- 
renuncien al crédito que hasta el día de hoy creen que legítimamente les corresponde, que además han 
avalado con una consulta de un profesor de la Facultad de Derecho, que debería hacerlos pensar demasiado 
antes que sostener que no es razonable hablar del pasado. 


SEÑOR INMEDIATO.- Estos temas afectan también a unos catorce distribuidores del interior, en 
donde se hacen contratos vigentes de quince días. Es el caso del distribuidor de Treinta y Tres que tiene 
un contrato precario por un plazo de quince días y ni siquiera tienen copia firmada por la empresa. No 
posee crédito y debe comprar la mercadería antes de ir a buscarla. Hay gente que está trabajando 
desde el año cincuenta -es el caso de Souto y Estavillo en Cerro Largo- y tiene créditos a pagar. Por 
ejemplo, los que eran distribuidores de la marca Norteña en un departamento entero tenían cervezas 
de tres cuartos y de un tercio litro, maltas de a litro y de un tercio, cerveza en lata y una premium como 
Prinz. Todo eso se dejó por una razón comercial de producir y quedó un estoico distribuidor en el 
interior que tiene que soportar una inversión, camiones y personal para distribuir una mercadería que 
tiene solo un calibre: la de litro. Quiere decir que esa persona perdió los exclusivos, los bailes, los 
refrigerados. Con esta política monopólica, se ha generado una compresión en el mercado que ha 
dejado a un montón de gente con negocios que no son rentables. Además del incumplimiento de esos 
contratos -la empresa lo sabe porque también se le planteó-, sobre la mesa hay catorce situaciones más 
para rever y analizar. 


En cuanto a que la empresa amenace con enviar a la gente a seguro de paro, debo decir que no es algo nuevo. 
Cuando se cerró Pepsi y se empezó a fabricar la bebida en la planta de Pilsen, acondicionada para eso, un 
montón de empleados quedaron desafectados del sector. Cuando se cerró la fábrica de Norteña en Paysandú y 
la cerveza se comenzó a elaborar en la misma planta que se hacía Pilsen, en la Fábrica Nacional de Cervezas, 
todos los empleados quedaron desafectados del sector, o sea, desempleados. En el mismo camino va la gente 
de Minas. 


SEÑOR RAMÍREZ.- Voy a hacer una aclaración por la positiva. Esta mañana hubo una reunión entre 
dos representantes de la Federación de Transporte de Bebidas y el Sindicato de la Federación de 
Obreros de la Bebida. Sabemos que ellos no tienen nada que ver con este conflicto. Nos habían pedido 
que les enviáramos envases vacíos desde la planta de Pepsi hacia la planta de Pilsen, para que pudieran 
seguir trabajando. Nosotros decíamos que ello respondía a la presión de la compañía que argumentaba 
que los mandaría a todos al seguro de paro. Esta mañana se comunicó a los representantes de la 
Federación de Obreros de la Bebida que en una reunión llevada a cabo en la noche de ayer se había 
flexibilizado el ingreso de mercadería a la planta, por lo que decidieron traer envases vacíos con los 
camiones afiliados al transporte de bebidas desde la planta de Pepsi hacia la planta de Pilsen. Eso dará 
oxígeno al sindicato y por unos días quitará la excusa a la compañía de que deberá mandar al seguro 
de paro a los trabajadores por culpa nuestra. Además, creo que es una señal clara en cuanto a que hay 
más tiempo para sentarse a conversar y a negociar y para que asuman la actitud responsable de no 


estar trancados en la postura de no dialogar con un gremio que está con medidas gremiales cuando hay 
mil puestos de trabajo en juego. Esa es la gran realidad. 


Si nos preguntan en qué puede ayudar el Parlamento, más allá de legislar en materia de monopolios o de 
sancionar un proyecto de ley interpretativo -que ya lo hay-, diría que si esta tarde viene esta gente les podrían 
decir que nosotros queremos conversar, dialogar; estamos cansados de decirles a través de la prensa que estos 
problemas se arreglan conversando. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Quiero confirmar algunos puntos para ver si entendí bien el tema. 


El punto mayor del conflicto es la retroactividad. O sea, la empresa no negocia con la discrepancia que hay 
en los cambios de las reglas a partir de que se dejaron sin efecto los viejos contratos, perdiéndose margen de 
ganancia y se asumieron mayores responsabilidad en el cobro con el cliente. Ustedes aducen un perjuicio por 
esa modificación de las reglas y, aparentemente, habría una retroactividad que tendrían derecho a reclamar. 


Si existe esa retroactividad para reclamar y ustedes tienen informes al respecto, ¿ya hicieron trámites 
judiciales reclamando el pago de esa retroactividad? 


SEÑOR RAMÍREZ.- Como los contratos vigentes son los mismos de antes, porque la modificación de 
los márgenes solo rigió por sesenta días -eso fue lo acordado-, tenemos derecho a dos cosas: a hacer un 
reclamo judicial, por supuesto, pero, además, a partir del día de hoy nosotros podemos decirles que no 
les trabajamos más a pérdida. Después de que el doctor Gamarra nos dijo que la modificación 
unilateral de precios es ilícita, nosotros podemos remarcar el producto, ganándole el 35% y no el 23%. 
Ahora, eso tendría como consecuencia sacar a la cerveza Patricia del mercado. Hoy en día es la cerveza 
más cara; está $ 2 más cara que la cerveza Pilsen. Los propios concesionarios se harían el haraquiri si 
suben la bebida a $ 36 o $ 37. Nosotros hemos discutido eso y hemos dicho: "Está bien. Nosotros vamos 
a juicio, que es lo que quieren, pero a partir de ahora ¿nos pagan el margen que corresponde?". No; el 
margen no se toca, el margen es ese. Nosotros no tenemos problema. ¿Quieren empezar a pagar a 
partir de hoy el margen que establece el contrato vigente, al que le queda un año y medio, y que 
modificaron unilateralmente? Bárbaro. La posición de la fuerza -lo que nosotros denominamos la 
prepotencia del silencio- es: "Yo con vos no negocio si me reclamás para el pasado. Si me hacés un 
juicio, seguramente cuando venza el contrato no te lo renuevo, porque no voy a renovar el contrato a 
una persona que me entabla una demanda, por más Gamarra que te dé la razón. Pero mientras hacés 
el juicio, seguís cobrando el 23%. Si te vas fundiendo, es problema tuyo. Te llevo a un juicio de cinco 
años, de tres instancias, para que vengas dentro de ocho o nueve meses con el caballo cansado y me 
digas: 'De lo que me debías del pasado, arreglo por el 10%, y del margen que tengo derecho a cobrar 
para el futuro dame un puntito más, que me quedo conforme'". Esa es la realidad. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Si ustedes firman contratos nuevos y hacen la demanda de 
retroactividad, ¿se soluciona el conflicto? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una reflexión. 


Creo que acá no tenemos que enredarnos en el análisis de la situación contractual, de las relaciones 
contractuales, en sus pérdidas, en sus ganancias ni en sus riesgos, porque todas estas son las consecuencias 
del problema principal. Acá lo que hay es un problema de reestructura del mercado y, a partir de esa 
reestructura que ya se inició, el restablecimiento de nuevas relaciones. 


Entonces, sinceramente, más allá de los problemas sobre los que puede dar opinión el doctor Gamarra, veo 
que aquí lo que está planteado no es negociar un contrato con nuevos contenidos, sino reestructurar el 
mercado. Y si estos distribuidores no están, serán otros los que se ocuparán en definitiva. 


Creo que el planteo va más lejos de ello. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Lógicamente, la pregunta engloba el respeto a los contratos y a que no 
sean por sesenta días. Eso está bien entendido. 


Lo que pasó lo hemos seguido. La bajada de dieciséis a cuatro, evidentemente en su momento significó la 
pérdida de puestos de trabajo. 


Concluyendo, creo que tenemos el camino judicial por el tema de la retroactividad y la firma del contrato, 
mirando a futuro. ¿El tema está ubicado de esa manera por parte de ustedes? 


SEÑOR RAMÍREZ.- En realidad, no hay que firmar nuevos contratos, sino que tienen que respetar los 
que están vigentes. Esa es la realidad. Pero, además, existe un principio en el Derecho Civil que se 
llama "la excepción del contrato no cumplido". Yo no estoy obligado a cumplir con la contraparte si la 
contraparte no cumple conmigo. Entonces, nuestros clientes ya cumplieron a pérdida; durante dos 
años perdieron US$ 1:000.000. Llegó el momento de decir: "Señores: no trabajo más a pérdida". 
Podrían contestar: "Bueno, ahora te voy a pagar lo que corresponde", que no nos lo dicen. 
Responderíamos: "No; pagame lo que corresponde y pagame el pasado". "No; el pasado litigalo que te 
lo voy a pagar diferido a cinco años cuando me condene la Suprema Corte de Justicia". El principio de 
excepción del contrato no cumplido lo contestamos hoy por acta notarial a Salus. Intimaron en mora a 
nuestros clientes. Nosotros contestamos: 'Mal puede intimar en mora la compañía a los concesionarios 
cuando hace dos años y medio que está en mora de pagar los márgenes que corresponde". No están en 
condiciones de intimar a nadie. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Insisto en que me parece que el problema va más allá de la discusión sobre el 
contrato y creo entender por dónde pasa el tema. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Doy la bienvenida a la delegación. 


No quiero abundar en los detalles, porque me parece que el asunto queda meridianamente claro. Aquí se 
viene arrastrando y profundizando la brutal situación de los monopolios que están actuando en el país. 
Lamentablemente, me parece que las consecuencias a las que llegaremos van a ser cada vez peores; pero esa 
es una visión muy personal y no quiero introducir juicios de valor. Simplemente quiero obtener alguna 
información que me parece complementaria y que, desde mi punto de vista, puede revertir de alguna manera 
la situación. 


Me parece muy importante la participación del gremio de transportistas de carga, porque creo que la situación 
se puede invertir en la medida en que haya un buen despliegue de solidaridad; aunque puede quedar la duda 
en cuanto a si se puede lograr el éxito, pero me parece que es la única vía 


En algún momento de la exposición del doctor Ramírez -creo que refiriéndose al problema de Norteña- se 
avizoró la posibilidad de introducirnos en el tema de una ley que pueda controlar esto, lo que ha sido la 
preocupación del Parlamento o por lo menos de un grupo de legisladores que ha analizado el tema. Por tanto, 
consideramos que es muy importante que desde las tiendas de los sectores gremiales se nos dé una guía. 


Entonces, en primer lugar, me parece muy importante saber en qué grado se está funcionando sin retirar la 
cebada, si eso es realmente contundente, y si se está haciendo en todo el país. 


En segundo término, no entendí lo que se decía sobre el tema de los catorce distribuidores, en cuanto a si 
estaban colaborando con la empresa o si se habían solidarizado y estaban enfrentando esta situación en todo 
el país. 


Yo también soy partidario de no seguir profundizando en la parte legal, porque me parece que este es un 
grave problema; creo que la situación se está polarizando, y -como decía el señor Presidente- aquí nos están 
imponiendo reglas de juego nuevas por las que el asunto recae sobre los transportistas y los trabajadores de la 
bebida y hay que analizar cómo salimos de esto. 


SEÑORA MONTANER.- Quisiera formular dos preguntas. 


Se hizo referencia a la reducción de dieciséis personas y a que quedaron cuatro, ¿en esa oportunidad se hizo 
un convenio individual o un convenio marco acuerdo entre todos? 


SEÑOR RAMÍREZ.- Si mal no recuerdo con los que se fueron se hicieron convenios de rescisión y con 
los cuatro que se quedaron solamente se firmó un documento para modificar por sesenta días -que era 
lo que iban a durar las tratativas- el sistema de facturación y de riesgo a los supermercados, con la 
consiguiente baja del margen por ese tiempo. Eso fue lo único que se firmó con los concesionarios; con 
FETRABE se firmó un documento de pautas para la negociación en el que se establecía el interés 
especial de la compañía en bajar los márgenes, extender los plazos de los contratos y firmar nuevos 
contratos con condiciones a negociar. Ese documento tenía una condición resolutoria que venció -lo 
reitero porque es lo que está desinformando la compañía- el 20 de noviembre de 2001; carece 
absolutamente de valor jurídico y desde el punto de vista moral y ético es la prueba cabal de que la 
compañía sabía que para modificar los márgenes de los concesionarios tenía que firmar nuevos 
contratos y no lo podía hacer a prepo. 


SEÑORA MONTANER.- La segunda pregunta es si en la última audiencia de conciliación, que tengo 
entendido que pidieron, se llegó a algún acuerdo. 


SEÑOR RAMÍREZ.- La respuesta de los representantes de la Compañía Salus es "Se rechaza la 
pretensión en todos sus términos"; ni una palabra más ni una menos. 


SEÑORA MONTANER.- Quiero agregar que escuché en la prensa que había posibilidad de que si se 
levantaban las medidas de fuerza, estuvieran dispuestos a conversar; parecería como que hay un 
conflicto de la fuerza del silencio y ellos decían de la fuerza de lo otro. Concretamente, ¿si se levantan 
esas medidas hay diálogo? Pregunto esto para conocer la predisposición de las dos partes. 


SEÑOR SILVEIRA.- Quisiera dar nuestro punto de vista porque estamos asistiendo atentamente a la 
exposición realizada, y aquí -como el señor Presidente lo ha dicho- hay dos aspectos. Uno, muy 
específico, es el del litigio o el problema de los transportistas con la empresa, y otro general para 
nuestra sociedad que creo que -como aquí se ha dicho- es el que constituye la preocupación del 
Parlamento, y que tiene que ver con la presencia en el país de determinados monopolios que 
últimamente se han hecho sentir con mucha intensidad. 


Quiero señalar que todo lo que aquí se diga es importante para nosotros como insumo de trabajo, en función 
de lo que la gente que nos asesora pueda indicarnos, y si no abrimos opinión no es porque al Partido Nacional 
no le interese el tema sino porque se trata de un asunto delicado, difícil y preferimos que de la versión 
taquigráfica, con la mayor claridad posible, se extraigan los distintos elementos para luego analizar qué 
aporte podemos realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Aprovecharía la oportunidad para realizar dos consultas. 


Primero, ¿cuál es la relación que tiene FETRABE, en este aspecto, con la Federación de Obreros y 
Empleados de la Bebida? 


Segundo, ¿qué razón suponen ustedes que tiene la Cámara de Industrias para tomar la iniciativa de 
entrevistarse con esta Comisión en representación de esta empresa que actúa en el ramo de la bebida? 


SEÑOR RAMÍREZ.- Con respecto a la pregunta relativa a la Cámara de Industrias puedo de decir 
que AMBEV, a través de las empresas que tiene en el Uruguay, y Salus, son socios de la Cámara de 
Industrias. El ingeniero Ordoqui, que fue el Gerente General de Pilsen, es miembro integrante de la 
Cámara de Industrias y supongo que estarán preocupados por la posición de uno de sus socios. No 
quiero hacer más conjeturas y me parece razonable que la Cámara de Industrias se preocupe e interese 
por sus socios, al igual que FETRABE se interesa por los suyos. 


En cuanto a lo que yo sé sobre la relación con la FOEB puedo señalar que en la mañana de hoy se realizó una 
reunión. Además, hay diálogo fluido y muy bueno entre el Presidente de FETRABE, el señor Juan De León, 
y el señor Richard Reed, más allá de que las circunstancias en este momento los ponen en lugares distintos. 
Como decía, el lunes la Federación de Obreros de la Bebida le planteó a FETRABE que le dejara entrar 
envases a la compañía para poder seguir produciendo, y que se dilatara por más tiempo el envío de los 


empleados a seguro de paro. FETRABE lo resolvió anoche, lo comunicó esta mañana y creo que en el día de 
hoy se va a implementar que camiones de FETRABE -que son los únicos que pueden hacerlo, porque el resto 
de los transportistas no están dispuestos a realizar el trabajo en contra de FETRABE- traigan los envases 
vacíos desde la fábrica de Pepsi a la de Pilsen. 


Con respecto a si nosotros estamos dispuestos a negociar si se levantan las medidas quiero decir que del 2001 
al 2002 negociamos ocho meses con esta compañía. ¿Saben lo que hicieron? Esperaron a que los 
concesionarios compraran o arrendaran depósitos nuevos, camiones nuevos en contrato de "leasing", 
contrataran nuevos empleados y después de que cada uno hizo inversiones superiores a los US$ 250.000, 
luego de seis o siete meses de negociación, les dijeron: "No hay contrato nuevo; nos quedamos con el que 
está y les bajamos los márgenes". Entonces, con esta gente no es posible negociar levantando las medidas. 


Es más: el 30 de diciembre les llevamos la consulta del doctor Gamarra y demoraron hasta el 28 de febrero 
para decirnos que no estaban de acuerdo; se tomaron dos meses y no nos dijeron nada. Entonces, ¿vamos a 
levantar las medidas para conversar con una compañía que nunca demostró voluntad de negociar? ¿Para qué? 
¿Para que reabastezcan el mercado y después digan que no hay acuerdo? ¿Estamos dispuestos a conversar? 
Nos parece un argumento absurdo que nos digan que ellos no conversan con medidas. 


El viernes, en la audiencia de conciliación les dijimos: "Estamos dispuestos a empezar a negociar ahora. No 
negociamos con medidas; van a perder el tiempo. Vamos a no perder el fin de semana; tenemos todo el fin de 
semana para trabajar". Siguen pasando los días; el mercado se va desabasteciendo. Nuestros clientes no 
quieren perder mercado porque al otro día que se arregle el conflicto volverán a vender productos de estas 
marcas. Pero esta gente no quiere negociar. 


Si alguno pasó por el lugar o lo vio por la prensa se dará cuenta de que se ha logrado armar, organizar y 
solidarizar a todas las gremiales del interior, a todos los transportistas afiliados a FETRABE en el interior 
para generar una movilización de esta naturaleza y no es una cosa que se pueda desarticular y desarmar con 
una promesa de conversación. 


SEÑOR INMEDIATO.- Quería agregar que el miércoles pasado se realizó un congreso nacional de la 
Federación en el que se resolvió por unanimidad dar veinticuatro horas para la reflexión a la Gerencia 
de la empresa para comenzar a negociar. Una vez transcurrido ese plazo, se comenzaría el paro de 
actividades y la solidaridad de Pilsen con la gente de Salus. Allí estuvo presente la gente de la 
Intergremial que nos expresó su solidaridad. 


Se comunicó esa resolución a la gente de la compañía. Se le dijo que teníamos veinticuatro horas para 
empezar a destrabar el tema y nos dijeron que no se necesitaba el transcurso de plazo alguno porque la 
respuesta seguía siendo que no había lugar para los reclamos anteriores y que, en todo caso, se podía discutir 
cómo seguiría la distribución de aquí para adelante. 


Por lo tanto, creo que hemos dado más que muestras de racionalidad y de mesura para el conocimiento de lo 
que es nuestra potencial fuerza, pero no estamos dispuestos a dejar las cosas por el camino. 


SEÑORA MONTANER.- Me parece bueno que inmediatamente después de que ustedes salgan, entren 
los representantes de la empresa porque en la versión taquigráfica quedará constancia de las dos 
posiciones y nosotros podremos hacer las evaluaciones. Siento que la Comisión actuará como un 
elemento de responsabilidad importante y que vamos a sentirnos útiles. 


SEÑOR TOLEDO.- Quiero responder a la inquietud del señor Diputado Domínguez sobre las medidas 
que ha adoptado la Intergremial en torno a la solidaridad con FETRABE. 


En el mismo sentido que se ha planteado, la semana pasada, cuando se inició el conflicto, desde el principio 
nos comprometimos con esto porque sabemos que la autodefensa del monopolio, al tener el mercado, jugaba 
un papel muy importante a favor de la empresa y en contra de los transportistas. Al monopolio le importa 
muy poco que en el mercado no haya cerveza porque si no están las cervezas Patricia, Pilsen o Norteña no 
hay otra para tomar. Por tanto, no hay riesgo de mercado que es lo que las empresas celan. 


Dimos una señal muy clara la semana pasada cuando anunciamos nuestra solidaridad y dijimos que si esto no 
tenía una solución, sin duda, ibamos a tomar medidas. 


La medida de no transportar cebada malteada y cebada hacia las plantas de malteado, fue resuelta ayer por la 
mesa Intergremial, después de prácticamente una semana de conflicto. Esta semana ya se está llevando 
adelante; la planta de Paysandú a partir de hoy no tiene ingreso de camiones por la solidaridad de los 
transportistas. 


Más allá de los temas jurídicos que creo que son claros, tenemos que reflexionar sobre el hecho de que 
lamentablemente para los que vivimos trabajando todos los días, muchas veces, los tiempos jurídicos no son 
los que marcan la realidad. Quedó claro que si vamos a una estricta defensa jurídica del tema, el juicio que 
puede dilatarse por años va a implicar una lucha con tenedores. Por lo tanto, la defensa gremial apunta a eso. 


También quiero remarcar lo siguiente. Hemos concurrido a esta Comisión, algunas veces porque había 
situaciones de conflicto y los camiones estaban deteniendo la actividad y otras muchas -por suerte las más- 
para hablar de las cosas que tenemos que mejorar, de las cosas en las que ha colaborado mucho este 
Parlamento, de las cosas a las que se ha comprometido nuestro gremio en cuanto a mejorar la actividad, de la 
formalización, de todo lo que estamos llevando a cabo y de lo que ustedes son conscientes y partícipes. 
Entonces, lamentamos llegar a tomar estas medidas y, por suerte, tenemos una organización con una 
estructura que permite hacer esto. Por suerte para estos transportistas una de las pocas defensas con que 
cuentan es el agrupamiento entre los colegas; de lo contrario, el monopolio estaría dominando esta situación 
y los estaría ahogando. 


Por tanto, llamamos a la reflexión del Parlamento porque sabemos que aquí se ha discutido el tema del 
monopolio. Hoy decíamos en la prensa que muchos de nosotros nos miramos en otras economías del mundo 
como espejos de las cosas buenas. Nos miramos en la economía de Estados Unidos que para muchos es 
ejemplo de cómo se deben manejar las cosas, pero resulta que una de las primeras cosas que prevé y que 
censura la economía, el Gobierno y el pueblo de ese país es el monopolio; tenemos el caso de Microsoft, de 
Netgate. Entonces, me pregunto: ¿ todos los que miran esas situaciones como ejemplo no se están dando 
cuenta de que en el Uruguay el monopolio está llevando con voracidad a dejar todo lo uruguayo que queda 
por el camino? Aquí quedó por el camino Norteña de Paysandú; quedará por el camino Salus en Minas. No 
sabemos qué va a pasar con el agua; sin duda será tema de preocupación nuestra y de nuestros hijos dentro de 
unos años; posiblemente sea uno de los temas de mayor discusión dentro de un tiempo. Esto lo domina el 
monopolio ¿y la sociedad, el Estado y el Parlamento no tienen injerencia, no tienen posibilidad de participar 
en todo esto? Esto nos preocupa mucho y es por ello que estamos utilizando esta herramienta que es la 
solidaridad de los transportistas, cosa que no pretendemos usar como un ejercicio. Tratamos de que no sea el 
denominador común, pero hoy por hoy nos obligan a hacerlo y no tenemos límite para dar apoyo a los 
transportistas de bebidas. Hemos dado nuestras señales para buscar un acercamiento. Si tenemos que 
participar en la negociación o colaborar, estamos a disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación de FETRABE de la Intergremial de Cargas que 
nos hayan puesto al tanto de su posición respecto a este tema. Vamos a ver si encontramos caminos 
para contribuir a que se haga posible una solución que sea en beneficio del país. 


Existe una iniciativa que tiene que ver precisamente con la libertad de comercio y con la regulación de la 
competencia. Fue un proyecto de ley que ya aprobó la Cámara de Representantes por una amplísima mayoría 
y que ya pasó al Senado. Cuando se comentaban los sucesos que llevaron a la compra de Norteña por parte 
de esta empresa, de alguna manera se manifestaba la añoranza de que esta ley no estuviera todavía aprobada 
porque entre las cosas que establece, precisamente, se habla de límites para asegurar la libre competencia. 


Resulta una ironía que por un lado se proclame como un principio dar garantías a todos los ciudadanos para 
ejercer un derecho que reconoce la Constitución y, que por otro, en la realidad nos encontremos frente a 
situaciones en las que, más allá de la importancia de la ley y el cumplimiento de los contratos, vivamos la 
lucha por lograr imponer posiciones dominantes de mercado 


Es cierto que todavía no culminó el trámite parlamentario, pero algún paso se ha dado; esperamos que antes 
de que termine este Período legislativo el Senado culmine con el trámite y nos dé una herramienta más para 
trabajar. 


De cualquier modo, recibiremos a la otra delegación para avanzar en el tema, tomando en cuenta lo que 
ustedes han expresado. 


SEÑOR SILVEIRA.- En función de lo que decía el señor Toledo y el señor Presidente, comparto 
totalmente esa opinión -y lo hemos demostrado- con la salvedad de que venga de donde venga, ya sea 
monopolio del Estado o de particulares. Los monopolios no son buenos en ninguna de esas condiciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La ley aprobada incluye el sector público y privado. 


SEÑOR TOLEDO.- Simplemente quiero dejar planteado en la Comisión el tema de AFE, aunque sin 
profundizarlo. 


La semana pasada presentamos un recurso ante el Ministerio de Transporte y Obras Públicas solicitando la 
suspensión de la licitación para analizar más profundamente el tema. Dicho recurso no se refería a problemas 
de legalidad del llamado a licitación porque creemos que el señor Ministro estaba dentro de las facultades 
que le otorgó el Parlamento, pero a nosotros nos preocupa saber cuál es el planteo para el transporte 
ferroviario en el futuro. No comprendemos la rentabilidad de las líneas que se están licitando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedó la constancia de la preocupación de la Intergremial de Cargas de dar 
su Opinión respecto al tema ferroviario. Nosotros tenemos en la agenda recibir al señor Ministro y 
seguramente vamos a abrir la consideración a los demás sectores interesados para ir completando la 
opinión. Además, quiero comentar que es muy posible que en el transcurso de este año nos veamos 
nuevamente porque ante la zafra del arroz se vuelve a reiterar la preocupación sobre el transporte de 
carga en la región. 


Agradecemos vuestra visita. 
(Se retira de Sala una delegación de FETRABE) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Cámara de Industrias del Uruguay) 


——_La Comisión tiene el gusto de recibir al Director de Fábrica Nacional de Cervezas S.A., ingeniero 
Héctor Ordoqui, al gerente de recursos humanos, doctor Raúl Damonte, al gerente general de Fábrica 
Nacional de Cervezas S.A, señor Gustavo Sampayo, y al asesor, doctor Joaquín Reyes. 


SEÑOR SAMPAYO.- Primero, quisiéramos hablar sobre la cronología de lo que ha pasado desde el 
punto de vista de la compañía, a los efectos de que sepan cómo vemos lo que está sucediendo. 


En enero de 2004 tomamos conocimiento de un trabajo del doctor Gamarra, a partir de un presunto reclamo 
de unas diferencias de unas comisiones, que nos facilita los abogados de la FETRABE. En febrero, como es 
de público conocimiento, un Directorio citó a la asamblea de Salus para proceder a una escisión de la 
compañía en el negocio de la cerveza y en el negocio del agua. El 26 de febrero de este año, un día antes de 
llevarse a cabo la asamblea de Salus, se presenta una escribana a la Compañía Salus a los efectos de citarnos 
para una audiencia de conciliación para el viernes siguiente posterior a la asamblea, con el cometido de fijar 
posición respecto de esta diferencia que tenemos. Se produce la asamblea de accionistas que vota 
favorablemente la escisión de ambas compañías y a partir del lunes nos encontramos con una cantidad de 
acciones, como el remitido de prensa de la FETRABE en el diario "El País". El martes tenemos una reunión 
con los abogados de la FETRABE, Les planteamos que estamos estudiando el caso y que les reconocemos el 
derecho a reclamar, pero que nosotros también tenemos el derecho de sentar nuestra postura jurídica. Quiero 
aclarar que empezamos a estudiar el caso en el momento en que tuvimos el trabajo de ellos. El miércoles 
pasado se produce una asamblea de la FETRABE y recibimos un llamado -que después se hizo público 
automáticamente- que decía que deberíamos instar a una mesa de negociación en 24 horas y dar señales de 
resolución del diferendo en 48 horas. 


Por los montos que están incluidos y los argumentos jurídicos que tenemos -que luego explicarán los 
doctores Reyes y Damonte, ya que son especialistas en el tema-, evidentemente no podemos responder a este 


tipo de reclamos en 48 horas. Según las medidas que nos anuncian, todos los distribuidores de Compañía 
Salus entrarían en huelga a partir del jueves a la hora 16 y a partir del lunes se paralizaría la distribución de 
todas las cervezas y agua Salus. Aclaro que yo no manejo agua Salus, sino lo que tiene que ver con Fábrica 
Nacional de Cervezas. Hay dos compañías jurídicas que están involucradas, pero por ahora no tengo 
responsabilidad sobre Compañía Salus. 


El jueves, previo a que nos encontráramos con las medidas, salimos a distribuir normalmente y a primeras 
horas de la mañana nos encontramos con la planta paralizada, con un piquete en la puerta de planta Salus que 
nos impedía movilizar camiones de productos terminados para entrar y salir y de productos de materia prima, 
es decir que no había movilización de camiones hacia adentro y fuera de la compañía. Esto nos pone en una 
situación compleja desde el punto de vista operativo. 


Lo otro que nos llamó la atención es que las medidas de fuerza habían comenzado previo a la conciliación 
que era al día siguiente. El jueves teníamos el paro de la planta y recién el viernes estábamos citados a la 
conciliación. El viernes se paraliza la distribución de Salus, nos presentamos a la conciliación y hacemos 
nuestros descargos. Y el sábado, antes de lo que se había previsto como medidas anunciadas, se paraliza toda 
la distribución de cerveza y agua Salus. 


Este es un conflicto entre empresarios, ya que las diferencias que se producen es entre nuestros distribuidores 
y las compañías de transporte. 


SEÑOR REYES.- Lo que preocupa a los señores Diputados y a nosotros es muy atípico. Este es un 
conflicto entre empresarios que tiene un aspecto estrictamente jurídico. Los señores Diputados tienen 
mucha experiencia en este tipo de situaciones y reconocerán lo atípico que es que nos presenten la 
consulta de un prestigioso tratadista, como el doctor Gamarra, con uno o dos meses de anticipación a 
lo que podrían ser las movilizaciones. 


Hay movilizaciones que tienen aspectos estrictamente comerciales, de reestructura, de distribución, de 
cambio de radios. Sin embargo, este es un problema estrictamente jurídico: saber si un contrato y un acuerdo 
que se firmó en el 2001 y que fue pacíficamente renovado en forma automática está vigente o no. Es lo 
mismo que yo, en el día de mañana, me sienta titular de un crédito, con derecho o sin derecho, y le plantee a 
un empresario que si no me paga le hago una movilización. Acá no hay un problema de orden gremial ni 
sindical; es un problema jurídico. Los señores de FETRABE negociaron en su momento con los que 
administraban el negocio de la cerveza y de Salus determinadas condiciones que se vienen cumpliendo desde 
el año 2001. Nunca vi -soy abogado y tengo casi cuarenta años de ejercicio- una consulta previa a un 
conflicto. Las consultas son el típico procedimiento que los abogados adoptamos para defender posiciones 
jurídicas en la vía jurisdiccional, pero utilizar una consulta como elemento de hecho para llevar a otra parte a 
la presión de tener que negociar una cifra -que no quiero calificar como absurda o disparatada, pero sí 
creemos que no tienen derecho- no es correcto; además, nos pone en una situación de que si no negociamos 
utilizan medidas de fuerza. 


Si estamos frente a un tema de interpretación de los contratos, si quienes estamos en esta mesa 
desgraciadamente no manejamos la situación porque esto se produjo con otros interlocutores, lo natural, lo 
conversado, lo ofrecido, es ventilar esto en la vía que corresponda, que es la jurisdiccional, y si tienen razón 
cuenten con la tranquilidad de que no están frente a una empresa fantasma que se instaló hace tres meses, 
sino a una empresa que tiene más de ciento veinte años de actuación en el Uruguay 


El tema es tan jurídico que, como dijo el señor Sampayo, esto se presenta aquí veinticuatro horas de la 
asamblea. 


Si se me permite, voy a dar una explicación que me llevará dos minutos. En un proceso de escisión-fusión 
que fue aprobado en una asamblea por el 94% o 95% de los accionistas, estamos sujetos a un procedimiento 
legal a través del cual si se presenta un acreedor diciendo: "Yo era acreedor de Salus y no quiero ser acreedor 
de la FNC, por lo que tengo derecho a que me paguen o me garanticen mi crédito", y hay que pagarle. Si no 
se produce el pago o la garantía, puede provocarse una dificultad en el proceso de escisión; eso está 
establecido en la Ley_N* 16.060. 


Entonces, fíjense que veinticuatro horas antes de una asamblea realizan una citación a una conciliación 
judicial para el viernes siguiente diciendo que reclaman exactamente US$ 955.000 por una presunta 
diferencia de comisión, sobre lo que no viene al caso dar explicaciones porque sí la hemos estudiado y, como 
todo, tiene una explicación. Si nosotros tuviéramos que negociar, lo haríamos como lo hemos hecho 
cincuenta veces con relación a diferencias de orden sindical o gremial, pero aquí estamos frente a un planteo 
interpuesto en el medio de un proceso, pretendiendo obstaculizarlo y alegando un crédito, lo tengan o no. Yo 
creo que no lo tienen; estoy convencido. No obstante, deben plantearlo y canalizarlo, pero no por una vía de 
hecho, haciendo que dos plantas queden paralizadas. Fíjense que se está violando un decreto de 1999 sobre la 
libre circulación. ¿Saben que no tenemos libre ingreso y egreso de las plantas? Las calles de los alrededores 
están bloqueadas. Acá hay presuntas figuras que pueden tener un matiz penal. 


El doctor Gamarra entiende que habría razones a favor de ellos, pero quiero explicar algo que es muy 
importante: lo que se dio a Gamarra para su estudio no constituye el ciento por ciento de los hechos como 
sucedieron. Pero es un tema jurisdiccional y no para ventilarlo en una Comisión arbitral o mediadora. Esa es 
nuestra posición. 


Queremos reiterar a los señores Diputados que les hemos repetido hasta el cansancio que les damos todas las 
garantías para que esto se ventile judicialmente sin que exista ningún resabio a favor o en contra por ventilar 
un tema en el ámbito judicial. No obstante, se optó por las medidas de fuerza. 


SEÑOR SAMPAYO.- Nosotros hemos dado la garantía de dos vías que nos parecen absolutamente 
lógicas en cualquier tipo de conflicto o de diferencia de intereses -para llamarlo de alguna manera-, 
que es el diálogo con el desenvolvimiento normal de la operación o que lo ventilen en la vía judicial, 
que es donde en cualquier Estado de Derecho se deberían ventilar las diferencias entre empresarios. No 
creemos que sea una alternativa ir a un conflicto sin la previa negociación, con situaciones normales o 
de equidad entre las partes, o dirimir esto en la Justicia. 


Esa es la postura de la compañía. 


SEÑOR ORDOQUI.- Quiero agregar que no es la primera vez que FETRABE como tal actúa con este 
nivel de agresividad -tengo que calificarlo así-, en una posición que, a mi criterio, no está bien 
manejada por parte de los actuales negociadores, que son el doctor Ramírez y sus ayudantes, dando 
muestras de falta de consideración con quienes integramos la compañía, en un entorno que 
habitualmente en Uruguay lo manejamos de manera distinta. 


Como dijo el doctor Reyes, durante muchos años los que estamos aquí hemos tenido discrepancias a veces 
muy fuertes con los sindicatos en Uruguay. Ha habido épocas muy complicas, que muchos de ustedes 
conocen y recuerdan, que afortunadamente no se han vuelto a plantear. Lejos estamos de encarar una 
situación en la forma en que lo ha hecho la FETRABE; lejos, porque la modalidad ya es otra, en un Uruguay 
abierto, con justicia, con claras reglas de juego que hemos respetado. Lejos estamos también de perjudicar a 
los trescientos cincuenta trabajadores que tiene la Fábrica Nacional de Cerveza que se encuentra a seis 
cuadras del Palacio Legislativo o a los doscientos que están en Minas, pero casi -y sin el "casi"- no nos están 
dejando alternativa; la gente se va al seguro de paro en la medida en que estos camiones sigan bloqueando en 
forma absolutamente irregular las entradas y salidas de la planta. No quiero imaginar si ocurre un accidente; 
quiero ver quién se hará responsable si en el día de mañana no puedo ingresar con los bomberos o con la 
asistencia pública en caso de accidente. 


Eso es lo que está pasando hoy; están trabando la libertad de trabajo y están agrediendo de una forma inusual 
-entiendo yo- la relación con la empresa. Me parece que todo esto no conduce a abrir un diálogo, que es lo 
que les hemos reclamado, sobre la base del levantamiento de una medida de este estilo. De ninguna manera 
vamos a dialogar con el puñal en el pecho. Ese no es nuestro estilo ni debe serlo en un país civilizado como 
el nuestro; lo fue en su época, pero no lo queremos repetir. 


Hay necesidad de nuestra parte de buscar una instancia de diálogo sobre bases razonables. Como dijo el 
doctor Reyes, creemos que hay un camino para dirimir las diferencias que ocurrieron en el año 2001, que 
fueron sistemáticamente evaluadas y reafirmadas durante el período comprendido en los años 2002 y 2003 a 
través de una discusión madura en el ámbito que eligieron, que es el judicial. De esa manera, podremos tener 


todas las discusiones y análisis que se les ocurran a las partes, mirando hacia adelante. Pero no podemos 
aceptar y estamos en absoluto en desacuerdo con la actitud prepotente de un gremio que está representando 
nada más ni nada menos que a empresarios que tienen facturaciones de millones de pesos -reitero: de 
millones de pesos- en el departamento de Montevideo. 


SEÑOR CASTROMÁN RODRÍGUEZ.- He escuchado atentamente los argumentos esgrimidos por la 
delegación presente. Como bien se dijo, antes que ingresaran estuvo la delegación de FETRABE con 
sus asesores jurídicos, quienes nos dieron su versión de los hechos. No lo voy a explicitar; seguramente, 
se les hará llegar la versión taquigráfica y sacarán sus conclusiones. 


Quiero hacer una pregunta a la delegación. Han hablado de conflicto y de diferencias empresariales, pero acá 
también aparecen, no sé si como convidados de piedra, involucrados directamente o como parte de este 
problema, los trabajadores. A nosotros nos preocupa el tema en general, pero, en lo personal, nos preocupa 
particularmente la amenaza que pende sobre cuatrocientos trabajadores que podrían ser enviados al seguro de 
paro, lo que desde el punto de vista social agravaría la situación, en un país en el que el desempleo ya es una 
especie de enfermedad. 


Por otra parte, han manejado la palabra diálogo. Me parece importante esa palabra, y a ellos también. Quiero 
saber cuál sería la propuesta de quienes representan a la empresa para destrabar esta situación, más allá de los 
ámbitos judiciales existentes para dirimir este tipo de pleitos o exigencias. 


Reitero que nos preocupa el problema en general, pero especialmente el de los trabajadores, quienes quizá 
puedan ser -no lo aseguro- rehenes de una situación no deseada. 


Podría hablar mucho más al respecto, pero me voy a limitar a lo que expresé, porque no quiero acaparar el 
tiempo de los compañeros, quienes seguramente quieran formular algunas preguntas. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- No repetiré conceptos que planteó el señor Diputado Castromán que 
comparto. 


Simplemente, quiero saber qué opina la Cámara de Industrias al respecto. El planteo se viene realizando 
directamente por las empresas del sector de la bebida que están involucradas en esto, pero quiero saber cómo 
ve la Cámara de Industrias esta situación en general en la que me parece que hay muchos más elementos en 
juego -es una opinión personal- que los jurídicos, en el entendido de que acá hay una cuestión del rubro de la 
bebida que trasciende toda la situación de la industria en nuestro país, que también es un tema importante. 
Fui electo por el departamento de Montevideo, pero trabajo en Paysandú; obviamente, sabrán el golpe que 
hemos tenido con la situación de Norteña. Quiero saber, concretamente, qué opina la Cámara de Industrias 
ante esta situación que, a mi juicio, va mucho más allá de lo que expresó el doctor que nos precedió en el uso 
de la palabra por cuanto lo veía exclusivamente como un problema jurídico. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Quiero saludar a quienes nos visitan. 


En lo que más insistió la delegación con la que estuvimos reunidos anteriormente es en que se violan los 
contratos vigentes. Por tanto, pregunto si los contratos efectivamente están vigentes o fueron derogados. Por 
otra parte, se habla del cierre de fábricas y pérdida de fuentes de trabajo en Minas y Paysandú, por lo que me 
gustaría saber cuál es la planificación que se tiene y recibir información sobre los contratos, que me parece 
que son la piedra fundamental en este conflicto. A la vez, quiero hacer mía la preocupación del señor 
Diputado Castromán Rodríguez en cuanto a cuál es la propuesta de salida que tiene la empresa para este 
conflicto. 


SEÑOR SILVEIRA.- A lo que decía el Diputado Amaro Cedrés quisiera agregar que el asesor jurídico 
sostiene que si bien es cierto que todas esas instancias están abiertas y constituyen una posibilidad -lo 
reconocen así- el hecho de que la empresa negocie desde una posición dominante -ya que los tiempos 
que para ella corren son diferentes en cuanto al potencial económico y, por tanto, a la capacidad de 
resistir un litigio- hace que no existan condiciones para que la negociación se dé con normalidad. Hay 
un camino jurídico, pero la situación económica de los distribuidores los hace sentirse en inferioridad 
de condiciones y no podrían transitar ese camino, porque no tienen otra opción que trabajar con la 


empresa. Entonces, si mientras esos caminos se transitan ellos tienen que estar a la espera de que se 
defina, no podrían llegar al final. 


SEÑOR DAMONTE.- Me voy a referir a la primera parte de la pregunta del señor Diputado 
Castromán Rodríguez, relativa a la intranquilidad que se genera por la situación del personal 
dependiente de la compañía. Evidentemente, no escapará a ustedes que esa es una preocupación de 
primer orden para la empresa, en tanto se llegó a ella por medidas tomadas por terceros actores que 
nada tienen que ver con nuestra relación interna. Debemos tener en cuenta que este conflicto arranca 
con una medida absolutamente sorpresiva y atípica para nosotros -es importante señalarlo-, como lo es 
la huelga, que puede entenderse en un contexto de relación patrón-empleado, pero es bastante difícil de 
concebir en el marco de una relación entre empresas. Además, arrancamos con el uso de una medida 
de huelga que, más allá de la justificación que pueda tener, en un Estado de derecho debe entenderse 
como el último de los escalones a que se puede arribar, luego de agotar todas las etapas previas de 
negociación. Sin embargo, nosotros nos vemos frente a esta medida de huelga desde el primer día en el 
cual tomamos contacto con las diferencias con los reclamos. 


¿En qué consisten estas medidas de huelga? No solo en no distribuir nuestros productos -lo cual sería la 
consecuencia lógica de la reclamación por algunas diferencias, entendidas o no, en el marco de un contrato 
de distribución-, sino, además, en impedir el ingreso a la compañía de todos los insumos básicos para la 
producción, entendiendo por tales no solo la materia prima sino todo lo que tiene que ver con envases, 
tapitas, etiquetas, y -como decía el ingeniero Ordoqui- hasta con ambulancias o camiones de los bomberos. 
Eso ha tenido como consecuencia que la compañía desde el miércoles y jueves pasado haya podido continuar 
con su línea de producción, en función de los insumos que están dentro de la empresa. Pero no hemos podido 
sacar envases, llevar el producto lleno a otros depósitos ni ingresar ningún otro insumo a la planta. 


En este momento estamos tratando de generar alguna actividad para el personal que se encuentra dentro de la 
empresa tanto en Minas como en Montevideo, pero creo que esa situación puede llegar a durar uno o dos días 
más. Obviamente, no escapará a nadie que el seguro de paro es algo que está amenazante, a lo que la empresa 
está tratando de no recurrir, pero si hoy por hoy está absolutamente paralizada tanto en Minas como en 
Montevideo, no vemos otra alternativa que esa. Debemos entender que estamos en una triangulación en la 
que nosotros no podemos dialogar ni negociar absolutamente nada 


Se le ha pedido a la Federación del Transporte -no lo ha hecho la empresa sino los propios voceros de la 
organización sindical, lo que consta en la opinión pública- que libere el ingreso de los insumos básicos para 
la producción de manera de mantener el conflicto en los términos en que estaba, es decir a nivel de la 
distribución de los productos, a fin de poder generar el trabajo dentro de la planta, pero eso no ha sido 
contestado. 


No sé si el señor Diputado Castromán Rodríguez utilizó el término rehenes, pero más allá de calificar si el 
personal es o no rehén de la situación, creo que la empresa, en su funcionamiento interno, es la rehén de una 
situación que tiene que ver con la distribución y no con la producción. 


SEÑOR ORDOQUI- Voy a procurar dar algunas respuestas, inclusive en mi carácter de 
Vicepresidente de la Cámara de Industrias. 


En primer lugar, sin duda que dentro de la organización principal del empresariado, como es la Cámara de 
Industrias, hay una fuerte preocupación por cualquier tipo de conflictividad. La pérdida de trabajo en el 
sector bebidas está siendo del orden del 50%. En los últimos años tal vez ustedes hayan observado por la 
prensa o aquí mismo, la diversidad de conflictos en que el sector bebidas se ha visto involucrado. Estos 
conflictos derivaron básicamente de la pérdida de mercado, de productos de contrabando y de la inequidad 
impositiva, fundamentalmente en el caso de la bebida sin alcohol, rubro en el que hay una enorme 
informalidad. Seguramente, los Diputados del interior conocen el sinnúmero de plantas que de manera 
informal abastecen regiones y zonas, lo que fue denunciado por la Cámara de Industrias en la Comisión de 
Industrias de la Cámara de Diputados; también lo hicimos en el Senado, especialmente en la Comisión de 
Hacienda. Tres son los factores, entonces, que afectan al sector industrial, en particular, al de la bebida. 


La inequidad impositiva se refiere a una estructura impositiva compleja y por demás dificultosa de entender 
en todos los conjuntos de bebidas que apuntan a servir un mercado como el de la bebida que tiene bebidas sin 
alcohol, agua mineral, agua con frutas, vinos, cervezas, etcétera; daría lugar a una sesión muy específica 
sobre este tema. 


Aquí tenemos un problema: los industriales de la bebida con la estructura impositiva existente en el país. 


Por otra parte, se vivió un período muy complejo, terrible hasta el proceso de la aftosa, en el que entraba 
cualquier cantidad de bebida -tanto cerveza como bebidas sin alcohol-, especialmente de Brasil. 


También hay que tener en cuenta la informalidad que campeó y campea todavía en varios sectores, no solo el 
de la bebida, en el ámbito de la Cámara de Industrias también podríamos hablar de otra cantidad enorme de 
sectores industriales que han ingresado a la informalidad. 


Arriba de todo eso, una crisis que naturalmente todos hemos padecido, que podrá tener distintas 
explicaciones, pero que en los hechos trajo al mercado de la cerveza al 50%. 


Independientemente de la camiseta que se ponga, cuando uno mira la realidad del MERCOSUR desde el 
punto de vista empresarial o de Gobierno, no tiene otra alternativa que entender que en un mercado que cae al 
50%, tres cervecerías, tres fábricas de refrescos, cinco aceiteras o cuatro fábricas de fertilizantes -como las 
había- no van a existir. Entonces, no se trata de ver qué pasó o no con Norteña, cosa que todos lamentamos y 
muy pocos seguimos acompañando a su sindicato; muy pocos. 


Frente a esta realidad, como empresarios lo que decimos es que el Uruguay necesita tener una alternativa 
industrial. Para ello -si es que estamos de acuerdo y nosotros como industriales lo creemos- debe tener un 
marco normativo y de desempeño de la tarea acorde a esas posibilidades. Lógicamente, un mercado que cae 
al 50% no puede tener tres plantas funcionando. 


Entonces, aquí no hay una actitud de llevarnos el mundo por delante y cerrar Norteña porque nos convenía; 
esta es una realidad que decretó el mercado y tuvo todos estos efectos que mencioné de forma simplificada. 
Sin embargo, de alguna forma el Gobierno, bajo normas existentes, nos impuso una condición que 
cumplimos con rigurosidad: cada tres meses informamos a la Dirección Nacional de Comercio lo que 
vendemos, nuestros precios y cómo evoluciona el mercado. Por tanto, tenemos un control que lo da la 
legislación vigente y nadie puede decir que tomamos una actitud arrogante o arrebatadora en un mercado que 
estuvo cayéndose en niveles del 50%. 


Hoy lo único que podemos decir es que hemos cumplido con lo que el Estado uruguayo se ha dado desde el 
punto normativo. La Cámara uruguaya siente que ha acompañado la normativa que el Estado tiene a través de 
la Dirección Nacional de Comercio y que las decisiones de futuro, desde el punto de vista de la industria 
instalada en el país -hablo como Cámara de Industrias y no como Fábrica Nacional de Cerveza- están 
enteramente relacionadas con las decisiones políticas y de control y, especialmente, del sistema impositivo 
que este Gobierno o el que venga se vayan a dar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos esta presentación; nos parece que ha sido de utilidad para 
avanzar en la comprensión de un problema que, como ustedes reconocen, es complejo, con algunos 
aspectos que les resulta inesperados y más allá de los fundamentos que hemos escuchado por parte de 
FETRABE, tenemos la necesidad de profundizar intentando su comprensión. 


Sin embargo, antes de despedirnos, quisiera hacer una reflexión que me parece compartir con los Diputados y 
que se apoya en un denominador común de las dos instancias de reunión. Ustedes reiteradamente han 
establecido el diálogo y, claro, con determinado marco o entorno; han insistido en eso. La delegación de 
FETRABE y de la intergremial permanentemente insistieron en el diálogo y también en que tenga 
determinados elementos o condiciones. 


Como ya estoy "viejito" y he participado en algunas negociaciones, veo que muchas veces estas se postergan 
por el impulso que cada uno pone en la defensa de lo que entiende que son sus convicciones y, de alguna 
manera, se siente arrebatado por la otra parte, pero el tiempo nos obliga a sentarnos en una mesa, a buscar 
soluciones. Pero resulta que ha pasado tiempo. 


Me da la sensación de que en estas circunstancias tal vez se podría intentar una aproximación a ese diálogo a 
partir de sentarnos a revisar y puntear en conjunto los temas que están planteados, antes de poner ningún tipo 
de precondición de negociación. Me parece que ese sería un aporte y confirmaría su voluntad de encontrar 
una solución y, además, de salir mirando hacia delante y no aspirando a ninguna reestructura adicional. A su 
vez, ese sería un elemento que comprometería a la otra parte a iniciar una posible negociación en otras 
condiciones, no las que están planteadas en este momento que bloquean la actividad. 


SEÑOR SILVEIRA.- Parece que hay una información que todavía no llegó a la empresa: si no me 
equivoco, aquí se manifestó por parte de la delegación anterior que ellos ya habían decidido ingresar a 
la fábrica esos insumos que se mencionaba. Por lo que se decía, pensamos que ese podría ser el inicio de 
un proceso al que hacía mención el señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto lo que dice el señor Diputado Silveira; acá se expresó esa resolución 
de la tarde de ayer en cuanto a flexibilizar el ingreso de alguna materia prima que ayudara a que no se 
paralizara totalmente la actividad de la fábrica. Yo creo que esos son los "prerrequisitos" que habrá 
que examinar para establecer luego condiciones de negociación positivas. 


Entonces, pienso que los Diputados coincidirán en ponernos a las órdenes para intentar ese encuentro, 
diríamos, esa instancia de reunión conjunta en una mesa para puntear los distintos elementos y ver si se 
puede reiniciar un intercambio que, en la medida en que se interrumpa, lo único que hará será agravar las 
cosas. Esto no significa que alguien imponga su voluntad, pero la situación se va a agravar para la ciudadanía 
en general. 


SEÑORA MONTANER.- ¿FETRABE comprende a estas cuatro empresas? ¿Son empresarios? 
SEÑOR REYES.- Es una organización de empresarios. 


SEÑORA MONTANER.- Quería tener ese dato porque las asimetrías en los conflictos dependen de si 
son gremios con empresas o empresarios con empresas. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Ellos hablan de modificación de contratos. Entonces ¿cuáles son los 
contratos vigentes en este momento? 


SEÑOR SAMPAYO.- Los contratos en la actualidad datan de aproximadamente diez años, con alguna 
variedad porque hay cuatro o cinco. Esta diferencia surge a partir de un acuerdo que se firma con 
gente de la FETRABE en octubre de 2001. Estos contratos que datan de más de diez años tienen 
caducación cada dos años y una renovación automática cada dos años. Quiere decir que si no existe un 
preaviso de alguna de las partes para dejar sin efecto el contrato porque no está de acuerdo con las 
condiciones comerciales que la contraparte le propone, automáticamente cada dos años tiene esa 
opción de preavisar a la compañía o la compañía preavisar a su distribuidor y dejar sin efecto dicho 
contrato. Como podemos ver, entre octubre de 2001 y el día de hoy, estos contratos han tenido la 
opción de no renovarlos. Desde 2001 hasta hoy han pasado tres años, por lo cual hubo una renovación 
automática en todo este período para todos los contratos que están siendo cuestionados o que están en 
el diferendo. Inclusive, no hubo ningún tipo de notificación formal -carta documento o acta notarial- 
que ratifique la disconformidad de las relaciones comerciales que tenemos con estos contratos; no hubo 
ninguna comunicación desde la compañía hacia las empresas transportistas, ni viceversa. Es por ello 
que se nos hace muy difícil entender que después de una relación comercial desde octubre de 2001 con 
estas reglas y formas de proceder, sin cambiar la manera de trabajar, ni las comisiones que se 
reclaman, durante tres o cuatro años, sin haber habido ninguna notificación formal por parte de la 
FETRABE, de los distribuidores o de ninguno de los transportistas y sin una rescisión de contratos - 
ellos tuvieron la opción de rescindir los contratos durante el proceso-, surja ahora una diferencia 
retroactiva de tres años. Llama poderosamente la atención que un distribuidor haya operado durante 
tres o cuatro años en estas condiciones y ni siquiera haya mandado una carta documento, una 
notificación o no haya apelado a la renovación automática del contrato. 


SEÑOR SILVEIRA.- Quiero referirme a una situación específica que se produce si no me equivoco por 
el año 2001 donde por diversos hechos se da el apartamiento circunstancial de la línea que se venía 
siguiendo, por sesenta días se establecen determinadas condiciones excepcionales y luego se produce el 
diferendo cuando se pretende retomar la línea de acción. Simplemente menciono esto para que se nos 
aclare el punto de vista de la empresa. 


SEÑOR SAMPAYO.- Si eso hubiese sido por sesenta días, me imagino que si los empresarios no 
hubiesen estado conformes con las reglas que hubieren regido a partir de esos sesenta días posteriores, 
habrían mandado una carta documento, una notificación notarial o no hubiesen renovado sus 
contratos. Debería haber habido algún tipo de información o notificación a la compañía que respaldara 
esa situación. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- Entonces desde 2001 en adelante hubo renovación de contratos. 


SEÑOR SAMPAYO.- Fueron renovaciones automáticas de contratos porque ninguna de las partes 
mandó los preavisos tres meses antes de la renovación. 


SEÑOR SILVEIRA.- ¿Esa renovación automática tiene cláusulas diferentes? 


SEÑOR REYES.- Los contratos arrancan en 1987, se redocumentan en 1997 y se hace un acuerdo en 
2001. 


En octubre de 2001 se produjo una reestructura en Salus; en ese momento había dieciséis distribuidores para 
Montevideo, doce rescindieron sus contratos con la compañía y quedaron cuatro. Eso, lógicamente, provocó 
un cambio en las condiciones de rentabilidad que iban a ser distintas por volumen y por zona geográfica. Ello 
implicó la suscripción de un documento por el cual FETRABE aceptó una reducción de las comisiones, como 
lógica consecuencia del mayor volumen que tendrían quienes quedaron. Además convinieron -con gente que 
en ese momento no éramos nosotros- en que las comisiones regirían a partir del 1? de noviembre de 2001. 
Sesenta días fue el plazo que se acordó para establecer las nuevas condiciones, que fueron acordadas. Tan es 
así que desde noviembre de 2001 hasta el día de hoy esas comisiones que se reajustaron se mantienen 
vigentes. A su vez, hubo reajustes -en momentos en que nosotros no manejábamos el negocio de la cerveza- 
que fueron expresa y tácitamente consentidas por los distribuidores. 


En octubre de 2001, las doce personas que se fueron cobraron US$ 1:200.000, y eso está documentado. O sea 
que esto no fue un procedimiento arbitrario de la compañía Salud que sacó a doce personas, las tiró a la calle, 
aplicó cláusulas contractuales y les dijo: "Señores, ustedes terminaron y empiezan otros". No. Por razones 
operativas y de mercado, las condiciones de cambio que se han producido han provocado distintas 
condiciones en la operativa de la distribución. Se aceptó y se reconoció que no había mercado para dieciséis 
y se negoció que doce se iban. Cobraron US$ 1:200.000 hace tres años y los cuatro que se quedaron 
renegociaron las condiciones económicas que se vienen cumpliendo estrictamente hasta el día de hoy, con los 
ajustes y condiciones propias de cambio que se provocan en toda relación comercial. Los señores Diputados 
no pueden aceptar que exista una relación comercial de diez años que se mantenga incólume, porque no se 
han mantenido incólumes las condiciones externas dentro de las cuales opera la empresa. 


El señor Diputado hablaba de las diferencias, de la posición favorable o desfavorable de las partes. En la 
última reunión que mantuvimos con el doctor Damonte y los abogados de FETRABE, a iniciativa de un 
abogado de esta Federación, se preguntó si esto no se podría destrabar, dejando que la distribución siguiera y 
que negociáramos una solución arbitral o jurisdiccional. Por supuesto que sí. No fue una iniciativa nuestra. 


El miércoles, cuando se estaba realizando la asamblea de FETRABE, quien habla recibió una llamada del 
doctor Batista y me preguntó: "¿Existe la posibilidad de que si esto se ventila judicialmente los contratos se 
sigan renovando en las condiciones en las que se han venido haciendo?" Automáticamente les dijimos que sí. 
¿Por qué? Porque si inician una demanda judicial y los contratos se siguen cumpliendo en las condiciones 
convenidas, nosotros no vamos a ser tan injustos y arbitrarios de rescindir un contrato por un pleito, porque 
automáticamente nos generamos una situación de abuso de derecho. 


Es decir que en cuanto a la presunta desigualdad, que es un argumento que se utiliza ligeramente en todo tipo 
de conflictos, no sabría decir quien es más débil o más fuerte en una situación como esta. Lo que quiero decir 
es que les dimos las garantías; es más: les dijimos que presentaran el documento que entendieran. Recuerden 
que el pleito no lo inició la compañía; ellos lo iniciaron. ¿Saben por qué? Porque querían tener un principio 
de prueba de una instancia judicial para poder presentarse como acreedores en el proceso de escisión. Para mí 
no lo pueden hacer, pero la Justicia resolverá. 


No adoptemos posturas que son correctas y propias de todo conflicto en las cuales hay desigualdades y 
diferencias. Este conflicto es exclusivamente jurídico. Acá no se planteó un problema de distribución, de 
radio, de condiciones comerciales, no hay reestructura, ni cese de nadie. En el mes de diciembre renovamos 
los contratos de distribución hasta junio de 2004. No hay un ánimo de superioridad; hay una situación 
planteada por un contrato que empieza en el año 1987 y se renueva en 1997. El último se renovó en 2003. 
Los contratos vencen en el 2005. El año pasado, estos señores renovaron los contratos en condiciones 
exactamente iguales que tienen hoy. No hemos cambiado nada desde julio para adelante y en este mes se 
renovaron los contratos automáticamente, sin que ellos ni nosotros hiciéramos algún cuestionamiento de 
cómo se venía ejecutando. Pero se plantea el problema en esta circunstancia particular de un trámite de 
escisión. Es probable que si no hubiese habido escisión-fusión esta situación no se hubiera planteado. 


SEÑOR AMARO CEDRÉS.- La frase "nada es para siempre" es correcta. En 2001 se modificaron los 
contratos y están vigentes. En este año hubo modificación en las comisiones que ganaban los 
distribuidores. ¿El contrato está vigente a partir de esa disminución de las comisiones? 


SEÑOR SILVEIRA.- Cuando hago hincapié en ese detalle, no es porque tome partido, ni me sienta 
influido por esa circunstancia. Creí necesario expresar ese detalle, porque es uno de los elementos en 
que la delegación anterior hizo hincapié. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Otorgaré la palabra a nuestros invitados, pero deben comprender que no nos 
van a sacar especialistas en el tema, máxime teniendo en cuenta que es complejo. Nosotros queremos 
entender el problema; vamos avanzando. No olviden que hicimos un ofrecimiento del que quisiéramos 
tener respuesta para ver si podemos encontrar el camino para resolver la situación, que es nuestra 
función. 


SEÑOR REYES.- El contrato es del año 1997 y en él se combina un ajuste en las condiciones. El 
contrato, desde el punto de vista instrumental, es el mismo; no se firmó uno nuevo. Como saben, en los 
contratos hay una serie de condiciones que se van modificando y la recíproca aceptación de las partes 
hace que en los hechos aquel papel que existía con condiciones se vaya alterando. Esto en derecho se 
llama la doctrina del acto propio. Si me hacen un planteamiento como vendedor y yo lo acepto, no 
tengo por qué redactar otro contrato; el propio contrato se va ajustando a las necesidades operativas 
del momento. Si no, deberíamos estar permanentemente con escribanos y abogados redactando 
papeles. El contrato que se iba a negociar a partir de 2001 se fue negociando en los hechos con nuevas 
condiciones; esto pasó hace dos años y medio. 


SEÑOR SAMPAYO.- Aceptamos el ofrecimiento que nos hizo el señor Presidente y los señores 
Diputados. Aclaro que estamos dispuestos a establecer este primer contacto, a los efectos de retomar el 
diálogo, pero mantenemos las condiciones de equidad que deben existir entre ambas partes. Nos parece 
muy bueno hacer este primer contacto, pero queremos que después las negociaciones se mantengan en 
un ámbito de equidad entre las partes. Agradecemos la posibilidad que nos están dando. 


SEÑOR SILVEIRA.- ¿Se refiere a las condiciones que habían puesto respecto a la situación de 
conflicto? 


SEÑOR SAMPAYO.- Tenemos que actuar de alguna manera. Para esta primera reunión, tomamos en 
consideración el acercamiento que está proponiendo esta Comisión. No tenemos ningún inconveniente, 
pero de allí en adelante deberíamos seguir el término de las negociaciones en un ambiente donde la 
operación sea normal para no afectar al público consumidor ni a los operarios de planta, ya que es 
responsabilidad nuestra atender las necesidades de nuestro personal. Más allá del comentario que se 
hizo respecto a la posibilidad del ingreso de envases, quiero hacer una aclaración: eso es una aspirina 


para una enfermedad terminal porque, en realidad, se nos agota la mercancía. Va a llegar un momento 
en el cual, lamentablemente, no tendremos más envases de vidrio para seguir embotellando. Son dos 
días más de producción y lo que se está haciendo es postergar la decisión. De todas maneras, sin duda 
la vamos a tomar para no afectar a los operarios de planta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tomamos la respuesta, por lo que procuraremos instrumentar el encuentro 
para ver si podemos avanzar sobre el tema. 


Agradecemos la presencia de la delegación y el aporte que nos ha brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de Industrias del Uruguay) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


